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Los profesionales médicos, los 

responsables políticos, los 

cuidadores y los pacientes a tomar 

medidas urgentes para garantizar que 

nadie resulte perjudicado mientras 

recibe tratamiento. 

Noticias  ONU. 

 

INTRODUCCIÓN 

Por este medio, tengo el alto honor de dirigirme a la comunidad universitaria, 

para  comunicar que he incoado un Expediente de Trabajo de Suficiencia 

Profesional en la Facultad de Derecho y Ciencia Política   de la Universidad 

Peruana de Ciencias e Informática,  histórica alma mater de muchos egresados 

y profesionales que como yo, han pasado por el aula universitaria, al mismo 

tiempo que ella, a través de sus docentes, autoridades y trabajadores ha 

pasado también  a ser parte de nuestra propia vida en el camino hacia la 

progreso y el desarrollo personal, familiar y social que, infinitamente 

agradecemos. 

El tema rector de mi trabajo personal, tiene que ver con la mala praxis médica 

como una forma de negligencia, de la cual  el ilustre pensador norteamericano 

Benjamín FRANKLIN decía al respecto que “Un poco de negligencia  puede 

engendrar un gran daño”, lo que en el presente caso tiene que ver con la 

cuestión de los delitos contra la vida, el cuerpo y la salud, producidos por lo que 

la jerga ocupacional sanitaria ha denominado “mal praxis o mala praxis 

médica”, cuestión que  se incardina con el descuido irresponsable  del 

especialista médico, en la concreción de alguna forma especializada de 
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incumplimiento de la función médica, en cumplimiento de sus funciones como 

profesional de la Salud. 

El tema que esencialmente me voy a ocupar es denominado mal praxis o mala 

praxis médica, la cual se refiere a la responsabilidad médica por los actos 

producidos con negligencia. Para otros la negligencia médica es un acto mal 

realizado por parte de quien provee de una asistencia sanitaria, que tiene como 

final el causar alguna lesión o perjuicio material al paciente. 

La mal praxis o mala praxis médica se caracteriza porque quien proporciona la 

atención actúa en forma negligente, imprudente o con impericia, que haría 

presumir no ser competente o razonablemente hábil, lo que termina de 

perjudicar al paciente, pudiendo incluso provocar su deceso. La causa probable 

de esta mala praxis médica radica en algunas situaciones como: Historia clínica  

mal confeccionada; Profesional mal capacitado, poco actualizado, mal dormido 

y hasta tal vez mal alimentado; No haber realizado un debido interrogatorio al 

paciente y no haberlo escuchado atentamente que impide conocer su 

verdadero diagnóstico y tratamiento; Mala relación médico-paciente; 

Incumplimiento de la ley por parte del profesional médico, así como lo no 

identificado y respetado por el paciente, familiares y allegados; entre otras. 

El conocimiento y el desarrollo de contenido del tema tratado conlleva al interés 

del suscrito de cara a realizar una tarea doble, en lo académico, superar la 

última valla para acceder al Título Profesional de Abogado, pero, por otro lado, 

en lo empírico, poner el piso básico para aprender de la experiencia directa de 

un tema real desarrollado mediante el método de Estudio de Caso. 
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La metodología empleada en este caso me remite a la teoría socio-jurídica 

existente en la actualidad desde la perspectiva penal, que se emplea en los 

métodos de Estudio de Casos, Documental, Hermenéutico, Argumentativo e 

Inferencial. Igualmente me remite a las diversas técnicas que se emplean al 

realizar la facción y seguimiento del caso, tales como la observación, la 

posibilidad de encuestas reales, el estudio correlacional, el estudio causal-

comparativo, el análisis documental, la posibilidad de entrevistas encubiertas, 

el análisis de contenido, la investigación bibliográfica, el estudio etnográfico o el 

estudio fenomenológico, entre otras afines. 

El presente desarrollo argumental  también ha implicado el tratamiento de los 

siguientes subtemas: En el capítulo I: Planteamiento del problema; donde me  

refiero a la realidad de los múltiples problemas que  el realizar de manera  

adecuada y eficaz del Acto Médico, en desmedro del servicio de salud que 

recibe la víctima o parte agraviada, el cumplimiento de los objetivos de aquel, 

así como de las variables que genera, sus dimensiones y  justificación; en el 

capítulo II relativo al Marco Teórico, se tratará sobre las bases teóricas, 

cognitivas y conceptuales en las que se sostendrá las estructura del trabajo, lo 

mismo que sus antecedentes y de lo que propiamente  trata el marco teórico 

propiamente dicho; en el Capítulo III me ocuparé del Desarrollo de las 

actividades programadas sobre el desarrollo cualitativo y referencial que 

sustenta el trabajo planteado, para lo cual he hecho uso de los métodos de 

trabajo correspondientes según el enfoque, tipo, diseño y nivel de 

investigación, además del escenario, el empleo de técnicas de instrumentos de 

confiabilidad y validez, incluso todo lo que atañe al escenario, las técnicas de 

instrumentos de confiabilidad y validez; en el Capítulo IV, se detectará la 
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obtención de resultados respecto a los temas objetos de desarrollo; de donde 

se extraerán finalmente Conclusiones y Recomendaciones. 

También se ha realzado la confección del documento con la aplicación de mi 

experiencia en la detección y combate policial de delitos, en especial de 

aquellos que revisten mayor gravedad. 
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CAPÍTULO I: Planificación del Trabajo de Suficiencia Profesional. 

 

El presente trabajo es al mismo tiempo un esfuerzo, al mismo tiempo que es 

una gran satisfacción de cosechar los frutos que con ello se han generado, de 

quien lo hace. 

Mediante la planificación, se logra concretar el recurso esencial que tiene      

todo ser humano para organizar los ámbitos y los recursos con los cuales se va 

a llevar a cabo sus tareas cotidianas, en el desafío de lograr metas más 

grandes. 

Ello nos permite visualizar la realidad problemática que tenemos, los objetivos 

para asumir toma de decisiones, así como las consideraciones que  

 

1.1 La problemática del delito de Homicidio Culposo. 

 

La globalización mundial y la modernidad contemporánea, hoy se juntan para 

mostrarnos la problemática planetaria de la violencia por arma de fuego que 

amenaza seriamente los derechos humanos, de manera especial el bien más 

preciado de todo ser humano:  el derecho a la vida. 

Existen numerosos motivos por los que las personas cometen homicidios, y 

cuando lo hacen ello suele obedecer a la interacción de múltiples móviles, si 

bien los niveles y las tendencias concernientes al homicidio indican que el 

vínculo entre homicidio y desarrollo es uno de los más claros. Las tasas de 

homicidio elevadas se asocian con el bajo desarrollo humano y económico. La 

mayor proporción de homicidios se producen en países con bajos niveles de 
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desarrollo humano, mientras que en los países con grandes desigualdades de 

ingresos las tasas de homicidio casi cuadriplican a las tasas de las sociedades 

más equitativas.  

La crisis financiera mundial de 2008/2009 repercutió en la incidencia de delitos 

de homicidio y contra la propiedad; en un muestreo de países afectados por la 

crisis se identificaron incrementos en el número de homicidios, en coincidencia 

con la caída del producto interno bruto (PIB) y el aumento del índice de precios 

al consumidor. Del mismo modo, los niveles de desempeño económico también 

se reflejan en las tasas de homicidio. Por ejemplo, en América del Sur la tasa 

de homicidio disminuyó en los períodos de crecimiento económico de los 

últimos 15 años. En muchos de los países de la antigua Unión Soviética las 

tendencias relativas al homicidio también reflejaron las fluctuaciones 

económicas y, en ese contexto, fueron ascendentes cuando el PIB se redujo 

tras la disolución del bloque, y descendentes cuando sus economías se 

recuperaron.  

El desarrollo económico y social sostenible a largo plazo requiere, entre otras 

cosas, una gobernanza basada en el estado de derecho. En efecto, todos los 

países que fortalecieron el estado de derecho en los últimos 15 años 

registraron una disminución de la tasa de homicidio, mientras que en la 

mayoría de los países en los que el estado de derecho es relativamente frágil 

esa tasa ha aumentado. 

Algunos investigadores califican la muerte por errores médicos, como un 

problema mundial.  Uno de ellos, el cirujano británico-norteamericano, 

catedrático  Mark Ravitch de Cirugía Gastrointestinal en la Facultad de 
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Medicina de John HOPKINS, donde además enseña  políticas de salud pública 

como profesor de Cirugía y Salud Pública  en la Facultad de Salud Pública 

Bloomberg de Johns HOPKINS (MAKARY, 2023) dice que "La gente muere por 

errores en el diagnóstico, sobredosis de medicamentos, cuidados 

fragmentados, problemas de comunicación o complicaciones evitables". 

Y según el experto, aunque se trata de la tercera causa de muerte en Estados 

Unidos (BBC NEW MUNDO, 2016) este problema existe en todo el mundo. 

Para el investigador, la mala calidad de los cuidados en África mata 

probablemente "más gente que el sida o el paludismo juntos". 

Para evitar esto, aboga por poner en marcha medidas que permitan reducir la 

"frecuencia" y las "consecuencias" de los errores médicos. 

"Un enfoque científico fiable, comenzando por reconocer el problema, es 

indispensable para responder a las amenazas que pesan sobre la salud de los 

pacientes", añaden. 

En concreto, propone que el certificado de defunción señale si las 

complicaciones vinculadas a los cuidados desempeñaron un papel importante 

en la muerte del paciente. 

Y es que, en la actualidad, la muerte por error médico no queda registrada por 

los informes del gobierno debido a que el sistema estadounidense para asignar 

un código a la causa de la muerte -la clasificación internacional de 

enfermedades (CIE)- no dispone de la etiqueta para clasificar el error médico. 

A pesar de los hallazgos los investigadores aseguraron que quienes cometan 

errores médicos no deben ser castigados o demandados. 
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En su opinión, la mayoría de esas fallas corresponden a problemas sistémicos, 

incluyendo falta de coordinación en la atención del paciente, la ausencia de 

redes sanitarias y otros protocolos. 

Cuatro de cada diez pacientes (Naciones Unidas, 2019) de los servicios de 

atención primaria y ambulatoria sufren algún perjuicio como consecuencia de 

un error médico, pero el 80% de esos casos se pueden prevenir. 

En total, alrededor de 134 millones de personas sufren cada año algún tipo de 

percance como consecuencia de la falta de seguridad en la atención 

hospitalaria en los países de ingresos medianos y bajos, lo que provoca 2,6 

millones defunciones anuales. 

El 15% del gasto hospitalario en los países de la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos se debe a errores relacionados con 

este tema. 

“¡Alcemos la voz por la seguridad del paciente!” es el lema de la Organización 

Mundial de la Salud del primer Día Mundial dedicado a esta cuestión, que 

desde este martes se celebrará todos los 17 de septiembre. 

El objetivo es prevenir y reducir los riesgos, errores y daños, derivados de 

errores como dispensar el medicamento incorrecto debido a una confusión 

sobre un empaque similar. 

“Nadie debería recibir un daño mientras recibe atención médica. Y, sin 

embargo, a nivel mundial, al menos cinco pacientes mueren cada minuto 

debido a atención insegura”, dijo el biólogo etíope Tedros ADHANOM 

GHEBREYESUS, director general de la Organización Mundial de la Salud 

(OMS). 

http://www.who.int/es/
http://www.who.int/es/
https://www.who.int/es/campaigns/world-patient-safety-day/2019
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"Necesitamos una cultura de la seguridad que promueva la asociación con 

los pacientes, aliente a informar y aprender de los errores, y cree un ambiente 

libre de culpa, donde los trabajadores de la salud estén empoderados y 

capacitados para reducir los errores", añadió el aludido investigador de salud 

pública y político etíope, mariólogo con estudios en la Universidad de Londres y 

en la Universidad de Nottingham del Reino Unido (Inglaterra), miembro 

honorario de la Escuela de Higiene y Medicina Tropical de Londres. 

Según estudios de la Organización, se estima que los errores de 

medicación cuestan más de 40.000 millones anuales. 

Otros desafíos incluyen infecciones asociadas a la atención médica, 

procedimientos inseguros de atención quirúrgica, errores de diagnóstico y la 

propagación de la septicemia, que causa más de cinco millones de muertes 

al año. 

La campaña, que exige medidas urgentes, invita a los pacientes a implicarse 

en su propio bienestar y seguridad, participando activamente en la atención 

médica, haciendo preguntas informadas y proporcionando detalles completos 

sobre su historial médico. 

También incluye a la comunidad médica, a la que pide que desarrolle una 

cultura de seguridad del paciente a través de diversas herramientas, que 

incluyen informar y aprender de los errores y promover una comunicación más 

abierta en todos los niveles. 

Los profesionales de la salud también pueden trabajar para reducir errores a 

través de la capacitación, la simplificación y estandarización de procedimientos, 

y garantizando un ambiente seguro y limpio. 
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1.2  Acciones inherentes a la etapa de la Planificación. 

 

Planificar implica tener que realizar una serie de acciones que son necesarios 

para llevar adelante la realización del Trabajo de Suficiencia Profesional, entre 

las cuales tenemos: 

1.2.1 Sobre el planteamiento de objetivos. 

En el presente caso se trata de comprender y asimilar los contenidos que 

atañen a las características y propiedades del delito contra la Vida, el Cuerpo y 

la Salud, en la modalidad de Homicidio Culposo, que está previsto y penado en 

el Libro II de nuestro vigente Código Penal, Parte Especial, Delitos, Título I, 

Delitos contra la Vida, el Cuerpo y la Salud, Capítulo I, Homicidio, Artículo 111° 

Homicidio Culposo. 

Lo expresado en el párrafo anterior, aconseja la necesidad de deslindar 

posiciones objetivas de evaluación dogmática penal,  valiéndome de los 

mecanismos procesales de lo que fue el  viejo Código de Procedimientos 

Penales,  reformado en parte en el momento de su aplicación al presente caso, 

en el momento de su respectivo procesamiento, para establecer  los objetivos 

que van a guiar nuestro trabajo a efectos de determinar las características que 

tipifican la conducta de los investigados en el proceso penal incoado del 

Expediente Penal escogido, para confirmar si existen o no causas de 

justificación o exculpación u otra circunstancia que se habrá de tomar en 

cuenta para  el análisis de la conducta delictiva,  a efectos de formalizar  la 

investigación preparatoria -en este caso instrucción judicial- que le pudiera 

permitir al Señor Fiscal  del proceso penal incoado, proponer el formulamiento 

y desarrollo de una adecuada Teoría del Caso, con los medios  de prueba 



  17 

 

necesarios  para luego tener la posibilidad de emitir acusación  atribuyendo o 

no responsabilidad penal a los implicados. 

En tal sentido formularé los siguientes objetivos: 

Objetivo general o principal: 

Conocer las características y propiedades básicas del delito contra la Vida, el 

Cuerpo y la Salud, en la modalidad de Homicidio Culposo, a la luz del 

Expediente Penal tipo escogido, en el Distrito Judicial de Lambayeque, años 

2010-2018. 

Objetivos secundarios o específicos: 

1. Analizar el grado de complejidad de la conducta delictiva de los 

implicados en el delito contra la Vida, el Cuerpo y la Salud, en la 

modalidad de Homicidio Culposo, en el Distrito Judicial de 

Lambayeque, años 2010-2018. 

2. Discernir la razonabilidad de la pena impuesta a los procesados en el 

delito contra la Vida, el Cuerpo y la Salud, en la modalidad de 

Homicidio Culposo, en el Distrito Judicial de Lambayeque, años 

2010-2018. 

1.2.2 Sobre el empleo de métodos. 

En algunas  realidades jurisdiccionales, el Método del Estudio de Casos 

(LIMPIAS, 2012)  se plantea como una estrategia metodológica  para 

desarrollar  habilidades investigativas en la formación del jurista, al punto que 

contribuye a la formación de los estudiantes de la carrera de Derecho de las 

Facultades de Ciencia Jurídica, “aun cuando son insuficientes  los métodos y 

técnicas  de carácter investigativo que conduzcan a la formación de habilidades 
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que permiten la búsqueda de solucionen prácticas a problemas concretos que 

se le presentarán en el ejercicio de la abogacía”. 

En una gran cantidad de casos, se unen al método antes señalado, se agrega 

el Método Documental, al cual se le atribuye versar sobre una investigación 

sobre bibliografía y documentos, tomando como base metódica tradicional de la 

investigación jurídica que da importancia para el mundo académico en la forma 

de documento, archivo, libro, etc. 

Para LIMPIAS, el método de estudio de casos, “es una práctica que sirve como 

marco de análisis y reflexión multidisciplinaria, dentro de una estructura 

académica que es empleado de forma independiente e individual por un 

significativo número de docentes, y donde no existen resultados de su 

aplicación”. 

“La experiencia en el proceso de enseñanza aprendizaje y el relacionamiento 

con abogados recién graduados de la Facultad de Derecho, que permite 

conocer el potencial de los alumnos y sus inquietudes por contar con 

habilidades investigativas que les ayuden en su trabajo profesional”. 

En muchos estudios de casos, como método en la formación de habilidades 

investigativas en la formación del jurista se analiza desde diferentes 

perspectivas. 

El método de estudio de casos, como método didáctico, presenta las siguientes 

características: 

1. El estudio de caso único es de carácter empírico, 

2. Se construye en base a un problema histórico o social. 
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3. Sirve para ilustrar o promover el conocimiento teórico en el que se 

encuadra el problema elegido y, por último 

Puede ilustrar el estudio de la complejidad del sistema   social, tanto en sus 

aspectos presentes como en el pasado.           

También se plantea el Método Exegético Jurídico, el cual es un método de 

interpretación que se utiliza en este caso, en el estudio de los textos de 

contenido lega, expresándose en la forma en la que fue redactada la norma, es 

decir es el que obliga a una interpretación gramatical o literal de las 

disposiciones fiscales desde la perspectiva del ordenamiento jurídico 

establecido, según puede observarse y se revela en los párrafos, las oraciones 

o las frases que se emplean. 

También se emplea el Método Hermenéutico el cual es considerado como 

parte de la perspectiva cualitativa porque el concepto predominante de la 

investigación cualitativa incluye, de manera general, todos los enfoques que no 

son cuantitativos. Además, la hermenéutica no se limita a un conjunto de 

instrumentos y técnicas para la explicación de textos, sino que intenta ver el 

problema dentro del horizonte general de la interpretación misma. Es así que, 

el foco de atención es doble: i) el hecho de la comprensión de un texto y ii) que 

significan la interpretación y la comprensión (PALMER, 1969). Se señala que la 

hermenéutica tiene en común los métodos generalmente utilizados en la 

investigación cualitativa, incluyendo el de la perspectiva cuantitativa del modelo 

científico de las Ciencias Naturales. Es así que, (HABERMAS, 1985), distingue 

el enfoque hermenéutico de uno empírico-analítico y de otro critico-social. Para 
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este último el enfoque hermenéutico otorga preponderancia y estatuto científico 

a la investigación bibliográfica.      

En todo el contenido del trabajo, está presente el Método Analítico (ORTEGA, 

2023), el cual es “un procedimiento que descompone un todo en sus elementos 

básicos y, por tanto, que va de lo general a lo específico. Se concibe también 

como parte de los fenómenos para llegar a las leyes, es decir, de los efectos a 

las causas”.                                                                                                                     

1.2.3 Sobre las estrategias a emplear 

En la apreciación del perito de sistemas (RONCANCIO, 2023) la estrategia “es 

un puente que se instala entre las políticas o los objetivos altos y las tácticas o 

acciones concretas para llegar a una meta”. 

El término apareció en Grecia, proviniendo de “stratos” (ejército) o “agein” 

(guía), mejor dicho, significaba como la guía de un ejército, es decir la 

estrategia surgía de una concepción meramente militar que se fue 

generalizando a través de los años en otros campos del conocimiento como los 

negocios y la administración  

Según el Diccionario de Mc QUARIE la estrategia es: “La ciencia o el arte de 

combinar y emplear los medios de guerra en la planificación y la dirección de 

grandes movimientos y operaciones militares” 

La investigación jurídica es el estudio de la realidad de las fuentes y las normas 

jurídicas y su utilidad y eficacia del derecho en la resolución de problemas, 

rigiéndose por una estrategia (FERNÁNDEZ FLECHA & DEL VALLE BALLÓN, 

2015) que “es afín a una metodología que debe ser sistemática y rigurosa en la 

planificación y en la ejecución de la investigación, además del afán de 
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constituirse en la puerta de acceso  a supuestos y marcos teóricos-

metodológicos  de disciplina distintos  a la propia” 

En el presente trabajo, la estrategia  se ha ceñido a emplear la investigación 

jurídica de la mano del método científico, es decir empleando por un lado  

esquemas conceptuales y estructuras teóricas para explicar teorías y 

conceptos que se han pergeñado de una manera sistemática y dotados de una 

coherencia interna, al  mismo tiempo que la prueba empírica o sistemática, en 

la búsqueda de lograr los objetivos inicialmente trazados, en la evaluación de 

los resultados, como  consecuencia del contraste de los primeros,  respecto a 

los segundos, así como de la evidencia encontrada o de la solidez de los 

argumentos ensayados; observando siempre la noción de control, para no 

desperdiciar la posible pérdida  de factores  de fenómeno que genera interés y 

determinar con mayor seguridad si se cumple la correlación entre las variables  

propuestas  en la hipótesis; proceder de una manera sistemática, consciente y 

controlada,  a efectos que el investigador científico proceda de acuerdo  con un 

plan riguroso, deliberadamente planteado, con estructura lógica  y siguiendo el 

método científico, con rechazo de las explicaciones especulativas  o de la 

imposibilidad de demostrar, pues la investigación científica no se ocupa de 

situaciones que no se puedan objetivamente evaluar, sino de asuntos que 

puedan ser observables, comprobables y evaluados. 

Se deben emplear los siguientes criterios: “el dogmático o el empírico de la 

investigación, es decir se debe recurrir a las fuentes documentales o si además 

se recoge información a partir de un trabajo de campo, empleando 
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herramientas metodológicas de las Ciencias Sociales” (ÁLVAREZ, 2002, págs. 

30-31)  

En el Derecho Penal, las investigaciones jurídicas básicas y aplicadas, ambas 

forman parte de lo que es propiamente la investigación penal. 

Es así como (TERRADILLOS, 2014, págs. 8,14) sostiene respecto a la 

investigación penal: “…los subsistemas dogmático y criminológico alcanzan 

pleno sentido sólo en la medida en que se integren en un proyecto político-

criminal que aporte instrumentos más idóneos de lucha contra el delito (…) La 

investigación en Derecho penal debe abarcar, pues, la dogmática, la 

criminología y la política criminal. Pero no como partes yuxtapuestas por 

acumulación, sino como elementos integrados en un sistema superior, que es 

superior precisamente porque, además de incorporar lo diferente, genera 

sinergias que enriquecen, superándolos, los resultados de la mera adición”. 

El examen de nuestro Caso, por ser de Derecho penal, adquiere una mayor 

trascendencia, al basarse en el principio de legalidad, lo que impone la estricta 

observación de la ley escrita, por lo que toda resolución de caso debe tener 

una explicación última en la ley, por lo que la solución es correcta, si es la 

solución que indica la ley. 

La resolución práctica del caso se centra en la información de la que proveen 

los abogados, fiscales o jueces, porque sin duda somos conscientes que 

conocemos lo “que deben hacer estos profesionales”. Se sabe que las 

acciones de un buen profesional del Derecho deben juzgarse por lo que hacen, 

desde la óptica de lo que “se debe hacer” en el campo de la correcta 

administración de justicia. 
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En los EE.UU. el método de casos, consiste en el estudio de sentencias o fallos 

judiciales, lo que es de gran importancia por carecer de derecho positivo, pues 

esos fallos crean derecho, generando para lo sucesivo, la aplicación de 

precedentes para la resolución de casos.   

1.2.4 Sobre la dosificación del tiempo 

 El proceso de investigación penal tiene un período de duración en el 

tiempo, como también lo es el que proviene del estudio de éste por quien, 

como mi caso, lleva adelante la investigación del delito de Tenencia Ilegal de 

Arma de Fuego, donde hay una diferencia notoria cuando se aplicaba con el 

Código de Procedimientos Penales regulado en 1940 y lo que es ahora el 

Código Procesal Penal expedido en el año 2004.  

 Los especialistas en la materia, establecen  que con el viejo Código de 

Procedimientos Penales de 1940,  algunos  de sus artículos  fueron derogados  

a partir  de la promulgación  en parte  en el Código Procesal  Penal de 1991, es 

así que, la duración de los procesos penales  se extendían  en promedio, a 

unos cuatro (04) años, es decir a unos cuarenta y ocho (48) meses;  en tanto 

que por contraste, a los que  correspondían   según el actual Código Procesal 

Penal,  que están operando en  las  33 Cortes Superiores de Justicia  del Poder 

Judicial del país, duran aproximadamente  unos  trece (13) meses en promedio 

 Las etapas del proceso penal peruano, según el Código de 

Procedimientos Penales, eran dos: la instrucción y el juicio. En la primera, en la 

instrucción, a ella también se le denominaba período investigatorio, la cual 

estaba a cargo del Juez Instructor, la cual estaba orientada a efectuar todas las 

diligencias necesarias para reunir las pruebas de la realización del delito, así 
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como el grado de participación de los distintos autores. En la segunda, en el 

juicio, ésta se llevaba a cabo en los Tribunales Correccionales de cada Corte 

Superior de Justicia del país. En las audiencias del juicio oral éstas eran 

públicas, salvo algunas excepciones y contaban con la participación del Fiscal 

(a menos que se trate   de casos reservados a la acción privada), el abogado 

defensor y también el acusado, en los casos en que sea estrictamente 

obligatorio, la cual finalizaba cuando se concluían los alegatos y se dictaba 

sentencia. 

 Debo advertir que a pesar de la naturaleza del informe del trabajo que he 

realizado, en materia penal, centrado en un proceso penal regulado por el 

Código de Procedimientos Penales de 1940, que recibió algunas 

modificaciones necesarias y obligatorias provenientes del Código Procesal 

Penal del año 1991 en adelante.  

 Por lo anterior, el enfoque de investigación cualitativa practicado según 

el viejo Código de Procedimientos Penales del año 1940, al ser derogado y 

cuyos efectos se han extinguido, es distinto al actual Código Procesal Penal, 

cuyo trámite procesal tiene mayor celeridad y comprende tres (etapas o fases): 

El de la Investigación Preparatoria, el de la Fase Intermedio y el de 

Juzgamiento o Juicio Oral. Se considera que, el dividir al proceso penal en tres 

etapas, implicaría que, el proceso estaría otorgando mayores garantías a los 

procesados, debiendo ahora pasar por tres filtros de seguridad para finalmente 

condenar una persona. En esto radicaría la novedad del nuevo proceso penal 

peruano, en tanto se implementa una nueva forma de realizar el juicio oral, 

como garantía de los derechos del o de los imputados, cuya composición ha 
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llevado a asumir la existencia de un sistema acusatorio, denominado 

“garantista”, es decir aquel que se basa en la aceptación de un modelo 

garantista que tiene como cuestión capital, el proteger al acusado del ius 

puniendi estatal. Tal modelo garantista ha hecho posible que, en la etapa 

investigativa, la misma se subdivida en dos subetapas, el de la separación del 

rol del juez en dos momentos distintos, y en la creación del juicio oral. 

 El actual Código Procesal Penal peruano, en su primera etapa, el de 

investigación, está dirigida por el Fiscal contando con el apoyo funcional de la 

Policía Nacional del Perú. Esta etapa, como ya se ha mencionado se divide en 

dos partes: 1) las diligencias preliminares; y 2) la investigación preparatoria. 

 Dentro de la primera etapa, la etapa de Investigación que está 

compuesta por la realización de una primera subetapa, el de las diligencias 

preliminares, donde en un primer momento tenía una duración de veinte (20) 

días que luego se extendió en sesenta (60) días, donde el Fiscal, con la 

asistencia de la PNP, debe llevar a cabo todas las acciones urgentes e 

inaplazables que están orientadas a determinar de modo fehaciente, la 

determinación de la existencia de un delito. En el momento que la policía toma 

conocimiento   de la comisión del hecho delictivo, ésta   lo comunica al 

Ministerio Público e inicia las actuaciones inmediatas, las cuales consisten en 

identificar al presunto culpable y asegurar los elementos del crimen. Es así que, 

una vez que el Fiscal asuma la investigación la policía se reportará ante él y 

podrán seguir realizando diligencias siempre que le hayan sido delegadas. La 

tarea del Fiscal será determinar si existe o no un delito y si amerita perseguirse 

e investigarse. 
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 En la segunda subetapa, la investigación preparatoria, dura ciento veinte 

(120) días, subetapa, la cual conduce a que el Fiscal vaya a oficializar la 

investigación y el desarrollo de las actuaciones distintas a la etapa anterior, 

puede solicitar el apoyo de la PNP o del juez de la investigación, si necesita 

solicitar medidas cautelares. Algunas de estas medidas pueden ser la Prisión 

Preventiva, la Comparecencia Restringida o el Embargo y también pueden 

ejecutarse pruebas mediante la actuación anticipada. 

 En la segunda etapa, tenemos a la intermedia, donde el Fiscal formaliza 

su acusación penal contra el acusado o en su defecto se desiste de hacerlo de 

ser el caso, lo que toma el nombre de sobreseimiento. En esta situación se 

produce cuando el delito no existe o no se encuentra tipificado, bien sea porque 

no es atribuible al imputado, éste posee una justificación de inculpabilidad o la 

acción penal se ha extinguido. Si éste formula la acusación el juez de la 

investigación convoca a una audiencia preliminar para decidir si se debe admitir 

la acusación. Esta audiencia culmina con el Auto de enjuiciamiento, la cual 

puede rechazar la acusación o admitirla. También se puede pronunciar sobre 

las medidas cautelares a que tengan lugar. 

 En la tercera etapa, que en mínimo tiempo procesal tendría una duración 

aproximada de siete (07) meses en promedio, se tiene el juicio oral, que se 

debe considerar como una nueva etapa del proceso penal, el cual consiste en 

una serie de audiencias continuas sobre la base de la acusación fiscal. Se basa 

en la implementación del debate oral entre Fiscal y defensa, la cual queda 

registrada por medios técnicos. El juez de esta etapa se encarga de emitir los 

autos necesarios y resolver la acusación fiscal. 
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1.2.5 Sobre la afectación a los recursos del proceso penal 

 La realización de un informe de investigación de corte académico-laboral 

implica concretar una visión del proceso penal, en este caso sobre Tenencia 

Ilegal de Arma de Fuego, considerando que la administración de justicia como 

sistema, tiene que planificar y ejecutar acciones, sea en el corto (< 1 año), 

mediano (1 y 3 años) y largo (>3 años) plazo. Ello implica tener una perspectiva 

integral del conocimiento del proceso penal, cuya concreción  comprende  

incorporar aspectos de gestión en la organización, administración y 

operatividad  de los procesos  de alto nivel, personas y cultura, la 

institucionalización de un modelo relacional y tecnológico, así como medios de 

soporte, lo mismo que contar  con un presupuesto adecuado, en la estimación  

de alto nivel  de los recursos  necesarios para cubrir las necesidades  del 

personal identificado en los distintos  escenarios modelados. 

 El control de la gestión de los procesos penales, deben enfocarse desde 

una perspectiva de conjunto, cumpliendo metodologías y acciones de trabajo 

procesal, con planificación y gestión de recursos y de medios (logística), con 

manejo de procesos de soporte, como archivos, notificaciones, servicios de 

atención al ciudadano, producción estadística, flujo de información, además de 

acciones de seguimiento       

 Entrar con un nuevo proceso penal como carga procesal implica al 

Ministerio Público tener coordinación con el Poder Judicial e incluso con la 

Policía Nacional del Perú, respecto a la realidad de la descarga  y la liquidación 

procesal, siendo que ambas entidades son las que sin duda se encargan de 

tramitarlo, de acuerdo a un diagnóstico de carga procesal, que implica  
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dimensionar mejor la necesidad de recursos para descargar, liquidar  y tratar 

siempre de poner las tareas de trabajo, en carga cero. Esto implica para ambas 

instituciones del Estado peruano, manejo de criterios claros, determinación de 

metodologías y destinamiento de recursos, sobre la base de objetivos de 

producción      

 En la etapa preliminar, nuestro proceso de Tenencia Ilegal de Arma de 

Fuego estuvo normado por el Código de Procedimientos Penales, que empezó 

a través de una denuncia, de lo que tuvo de conocimiento instituciones 

tutelares de la administración de justicia clásica como son en primer lugar la 

Policía Nacional y posteriormente el Ministerio Público y el Poder Judicial. 

 En el caso de la Policía Nacional del Perú, esta institución tiene por 

convenio prestablecido un personal que está específicamente designado para 

realizar actividades de apoyo a la administración de justicia que administran el 

Ministerio Público y el Poder Judicial, con el presupuesto de materiales básicos 

que eso implica. 

De igual manera, en el caso del Ministerio Público, éste también tiene convenio 

institucional  para apoyar las acciones tanto de la Policía Nacional y del Poder 

Judicial en el trámite procesal de los expedientes penales de investigación, y 

en tal sentido, de acuerdo a presupuesto público cuenta con partidas que le 

han sido asignadas no sólo al personal de apoyo, sino para cubrir otros gastos, 

como son material procesal, movilidad de sus operadores de justicia, acceso a 

bases de datos, como es el caso de RENIEC, registros de carpetas fiscales, 

entre otros.                    



  29 

 

En cuanto al Poder Judicial, éste también tiene un convenio institucional que 

apoya las acciones tanto del Ministerio Público como de la Policía Nacional, y 

por lo tanto cuenta con operadores de justicia, en los cargos de jueces, 

especialistas legales, técnicos de diversas especialidades, movilidad, acceso a 

bases de datos suficientemente completas, registro inventariado de casos, 

realización de audiencias, entre otros. 

En las etapas de instrucción y juzgamiento, se reúnen un conjunto de 

problemáticas que repercuten en el orden normativo, como operativo del 

proceso penal incoado, apareciendo algunos puntos de gestión críticos como 

los que se relacionan con la relación siguiente: 

 No poder realizar lecturas de sentencias debido a la inasistencia del 

acusado o reo ausente, situación que complejiza el proceso, por cuanto impide 

la conclusión y cierre de los procesos en trámite, además de prologar la carga 

procesal en giro. 

 Se involucra en el trámite a la Policía Nacional del Perú para darle a la 

carga procesal capacidad de maniobra y gestión, al procurar la solicitud de 

requisitoria a la PNP para provocar capturas cada 6 meses, sin éxito, en la 

mayoría de los casos. 

 En el caso de nuestro proceso penal de Tenencia Ilegal de Arma de 

Fuego que se tramitó como proceso sumario, fue posible habilitar el uso del 

principio de oportunidad, a efectos de permitirse la insuflación de oxígeno, para 

facilitar el procedimiento de descarga procesal. 

 En nuestro caso penal, no hubo control de plazo alguno. 
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 Lo que si se presentaron fueron las suspensiones de las audiencias, en 

algunos casos por defectos de notificación o no concurrencia de los imputados. 

En procesos ordinarios y en muchos sumarios, también era propiciatorio de la 

presentación de un alto índice de quiebre del proceso, que impedía la 

continuación de la tramitación y el facilitamiento de los cierres de procesos. 

 No fue tanto en nuestro caso, pero en otros ordinarios y especialmente 

en los sumarios, es común haber observado la realización de malas prácticas 

procesales de los abogados que dilataban innecesariamente los procesos. 

 No fue nuestro caso penal, pero si se observó en otros procesos penales 

que no se empleó la unidad de criterio para establecer la duración de las 

audiencias o agendas temáticas orientadas a la optimización del tiempo, 

especialmente al compatibilizar las audiencias de Sala, en las que se atienden 

procesos ordinarios de alta complejidad. 

 El trabajo de los operadores del Ministerio Público y del Poder Judicial 

no estandarizaban la documentación de los procesos, de cara a normalizar las 

acciones de trabajo, con lo cual cada Despacho e incluso de cada miembro de 

uno u otro equipo, definía sus propias metodologías y modelos, para su 

tramitación. 

 Esta descoordinación entre los operadores de Ministerio Público y el 

Poder Judicial impedía     mantener una agenda compartida para la gestión de 

las audiencias, ni mantenía criterios homogéneos y públicos de notificación, lo 

que llevó a provocar incertidumbre en las programaciones mantenidas por los 

diferentes operadores, especialmente los ya precitados. 
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 Además, que lo anterior condujo al cruce de audiencias, en perjuicio de 

los operadores implicados en la administración de justicia.  

1.2.6 Sobre la justificación del trabajo 

 Puedo decir que el levantamiento del presente Informe de Trabajo de 

Suficiencia Profesional, presenta las siguientes justificaciones: 

Justificación teórica, porque me ha permitido satisfacer la inquietud personal 

que me condujo a profundizar los enfoques   teóricos diversos que sobre el 

tema existen, sin perjuicio de ahondar mis propios conocimientos en materia 

penal y procesal penal. 

Justificación práctica, porque el informe emitido sobre el tema objeto de 

tratamiento, ha conllevado a que, mediante el mismo pueda de alguna manera 

generar aportes prácticos directos o indirectos que están relacionados con la 

problemática estudiada y que es parte de realidad penal y procesal penal en el 

país. 

Justificación metodológica, porque el trabajo realizado ha permitido proponer o 

desarrollar el cuestionamiento a los viejos métodos y las viejas estrategias 

propias del procedimiento procesal penal de Código de Procedimientos 

Penales de 1940, el cual, a la fecha, al resultar caduco, ha sido finalmente 

derogado a nivel nacional. 
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CAPÍTULO II: El Marco Teórico. 

 

2.1 Antecedentes:   

 

Recurriendo a la consulta en el Registro Nacional de Trabajos de Investigación 

(RENATI), se consideran los siguientes: 

2.1.1 En sede nacional: 

1° La tesis de maestría en Derecho Penal y Criminología titulado como 

“Fundamentos jurídicos para incorporar taxativamente el dolo eventual en el 

Código Penal peruano. Un estudio sobre la base del tipo penal de Homicidio 

Culposo” presentado por (VARGAS CARRERA, 2019) a la Escuela de 

Posgrado Maestría en Derecho Penal Criminología de la Universidad Privada 

“Antonio Guillermo URRELLO NOVOA”, en Cajamarca en marzo del 2019 que 

expresa las siguientes conclusiones: 

1. Se ha comprobado del examen de la sentencia judicial sobre homicidio 

culposo por negligencia médica, que el Juez Penal no evaluó la 

concurrencia de dolo eventual a fin de establecer su correcta aplicación. 

No realizó un análisis jurídico dogmático de la imputación subjetiva, a 

efectos de fundar si los hechos materia de acusación respecto del 

acusado están en el ámbito del dolo eventual o de la culpa consciente; 

en tanto ello tiene relación directa con la prognosis de pena que solicitó 

el representante del Ministerio Público. Tampoco se prioriza un análisis 

de “descarte” de los delitos partiendo del más grave al menos grave: 

primero el dolo (de primer grado, de segundo grado o dolo eventual) y 

luego la culpa (consciente o inconsciente). Ante un caso de homicidio 
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culposo con presencia de dolo eventual, los operadores de justicia no 

recurren a la doctrina, sus teorías y la jurisprudencia, pues se rigen 

netamente por el principio de legalidad; dicho de otra forma, que se 

encuentre prescrita taxativamente en la ley.  

2. El representante del Ministerio Público no tiene en cuenta lo establecido 

el inciso 3 del artículo 349° del Código Procesal Penal, al momento de 

solicitar su requerimiento de acusación. El Juez penal inaplicó el inciso 1 

del artículo 374° del Código Procesal Penal, concordante con el artículo 

397° del mismo cuerpo normativo, de igual forma no se tuvo en cuenta lo 

establecido en el Acuerdo Plenario N° 04-2007/CJ-116, respecto de los 

requisitos para la desvinculación de la acusación fiscal. 

3. En el Libro Primero del Título II - Del hecho punible, en su Capítulo I - 

Bases de la punibilidad, se encuentra el artículo 11° del Código Penal 

que establece los delitos y faltas. Sin embargo, se ha podido contrastar 

que en el derecho comparado existen legislaciones que especifican la 

figura del dolo eventual de manera taxativa; países como: Colombia, 

Bolivia, Portugal, México y Nicaragua. En tal sentido, existiendo los 

antecedentes que respaldan nuestra propuesta legislativa, es 

indispensable incorporar en el Código Penal peruano taxativamente el 

dolo eventual en la parte general, específicamente en el artículo 11° 

parte in fine, del mencionado cuerpo normativo.  

4. Además, al considerar taxativamente la categoría del dolo eventual, la 

culpa con representación en adelante responderá por homicidio doloso 

por dolo eventual y solamente quedaría para que se responda 

penalmente por homicidio culposo la figura de la culpa sin 
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representación. La legalización de la categoría jurídica del dolo eventual 

de manera taxativa permitirá recoger lo que está establecido en la 

doctrina, sus teorías y la jurisprudencia, de tal forma que, por el principio 

de taxatividad, tanto el Ministerio Público como el Poder judicial, tomen 

en cuenta la postura o la línea del dolo eventual para los casos de 

homicidio culposo conforme al principio de legalidad consagrado en el 

literal “d” del inciso 24) del artículo 2 de la Constitución y normas 

internacionales. 

 

2°. La tesis para obtener el título de Abogado titulado “Criterios para la 

determinación judicial de la Pena en casos de Homicidio Doloso y Culposo en 

el Distrito Judicial de Lima Sur: El caso del Juzgado Penal de Villa El Salvador” 

presentado por (SARAVIA PUGLIANINI, 2016) ante la Facultad de 

Humanidades de la Carrera Profesional de Derecho de la “Universidad 

Autónoma del Perú”, en Lima-Perú, en diciembre del 2016 que expresa las 

siguientes conclusiones: 

PRIMERA: Por lo general, el 70% de los especialistas consultados, manifiestan 

que los Jueces penales de Villa El Salvador al momento de fundamentar las 

sentencias condenatorias penales, aun cuando conocen los criterios 

normativos establecidos en la ley los artículos 45; 45-A; 46; 46-A; 46-B, y 46-C 

del CP, existe una deficiente fundamentación.  

SEGUNDA: En la práctica judicial, el 80% de abogados encuestados 

consideran que para los delitos de homicidio doloso y culposo, la calificación de 

la conducta ilícita del agente se realiza en relación a su situación 
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socioeconómica, el riesgo social y la situación legal como factores o criterios 

para la Determinación Judicial de la Pena.  

TERCERA: La determinación judicial de la pena continúa siendo el principal 

problema del derecho penal peruano, ya que la doctrina nacional sigue 

ocupándose episódicamente de dicha materia a la vez que ensayando una 

dogmática deficiente y generalmente distorsionadora del marco legal vigente, 

esto se produce porque toda sociedad tiende a cambiar constantemente 

2.1.2 En sede internacional: 

3. El trabajo de investigación titulado como “Homicidio Culposo” presentado por 

(GARNICA ACERO & FRANCO MANJARRÉS, 2022) a la Universidad Libre de 

Colombia, especializada en Derecho Penal y Criminología, en febrero del 2022, 

que resume las siguientes conclusiones: 

Llegados a este punto es el momento de adecuar las principales conclusiones 

anteriores expuestas dentro de este trabajo de investigación; es una realidad 

que el homicidio culposo tiene su sentido de ser en la protección del derecho a 

la vida, pilar fundamental de la Constitución Política de 1991. Sin embargo, el 

objetivo principal de esta investigación era observar los distintos matices que 

forman este delito, sus problemas a la hora de imputarlo y la discusión doctrinal 

sobre la eficiencia o la opción de abolirlo.  

Es claro concluir que el delito culposo, tomándolo como una generalidad, se 

compone de distintos escenarios, diferentes a los tradicionales, para lograr su 

consolidación en el mundo jurídico, de esta manera, en el delito culposo se 

presenta un sujeto, un objeto, una conducta y un nexo de causalidad, la 

tipicidad objetiva esencial, sin embargo, adicional a esto, se encuentra en la 
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infracción al deber objetivo de cuidado, el matiz central del delito culposo, la 

creación de un riesgo jurídicamente desaprobado, ineficaz y significativo para 

la consecución del resultado, llegando al cumulo de estos escenarios 

originarios del tipo culposo.  

Estos documentos anteriormente discutidos, plantean la necesidad de revocar 

la existencia de los delitos culposos dada la fragilidad fáctica que representa su 

imputación con la del dolo eventual, donde distintas posturas doctrinales 

plantean la necesidad de hablar de diferentes formas de dolo, esto encuentra 

su argumentación en la mayor o menor creación del riesgo jurídicamente 

desaprobado, de esta manera, muchos tratadistas consideran que una mayor 

creación del riesgo y  su consecuente resultado, cruza la línea de la culpa con 

representación e ingresa al área del dolo eventual.  

Así en el homicidio culposo la conducta no se materializa por el fin en sí mismo 

sino por los medios, al haberse violado deberes de cuidado. Por tanto, se 

sanciona penalmente, las acciones derivadas de la culpa que han lesionado 

bienes jurídicos, sin el ingrediente intencional, esto es, cuando el resultado 

dañoso concurra con la relación de aquellos hechos bien como acciones u 

omisiones, en tal sentido, al no ser intencional, las sanciones que se derivan 

del delito culposo son menores en relación con el delito doloso. 

 

4. El Trabajo Final de Grado titulado como “El Homicidio Culposo y la pena por 

conducción imprudente” presentado por  (RACCA, 2015) a la Universidad Libre 

de Colombia, especializada en Derecho Penal y Criminología, en febrero del 

2022, que resume las siguientes conclusiones: 
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“El derecho es un conjunto de reglas o normas jurídicas por el que se rige una 

comunidad, esta norma regula la conducta de seres libres que, de facto, 

pueden desobedecer su mandato, esta desobediencia debe ser prevista por 

aquélla, estableciendo, para tal caso, la adecuada sanción. (ALBALADEJO, 

2002, p.22)”.  

“En el derecho penal, los hechos que castiga no son la pura negación teórica 

de un valor jurídico; son hechos afirmados en el mundo exterior, y que vulneran 

objetos importantes para la vida social, intereses colectivos, que por eso se 

llaman bienes jurídicos e intereses jurídicos. (SOLER, 1992, p.18)”.  

“En el caso de los accidentes de tránsito, se recurre al derecho penal, para 

intensificar la protección del bien jurídico tutelado, que en estos casos resulta 

ser la vida humana o la integridad de la persona (EDWARDS, 2000, p.2). 50”  

“Con el presente trabajo de investigación se ha demostrado que quien conduce 

un vehículo automotor, a alta velocidad, o en estado de ebriedad o por otras 

sustancias y ocasiona en un accidente el homicidio de una persona, el autor 

actúa con total menosprecio, respecto la vida de la víctima, y la de todas las 

demás personas de la sociedad”.  

“Se ha demostrado que cuando sucede la muerte de una persona en un 

accidente, el hecho legalmente subsumirá en la mayoría de los casos en la 

figura penal del homicidio culposo, artículo 84 del código penal, que tiene una 

pena menos grave que para el imputado es importante porque la escala penal 

del homicidio culposo le permite gozar de los beneficios de una condena de 

ejecución condicional. Se ha demostrado también la delgada línea que divide al 

dolo eventual y la culpa con representación y que en la actualidad es tendencia 
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de la jurisprudencia condenar a título de dolo eventual los delitos por 

accidentes de tránsito, que causan la muerte de alguna persona, pero no 

siempre esto es posible, porque la acreditación del dolo eventual resulta difícil 

de probar en el caso en concreto, si el autor se representó o no el resultado 

dañoso o si aceptó el resultado y aun así continuó con su conducta, salvo que 

el propio imputado confiese lo cual no sucede, haciéndose difícil sostener el 

dolo eventual, y cuando la defensa apela la sentencia los hechos tienen otra 

interpretación y el delito recibe la calificación de Homicidio Culposo” .  

“Por todo lo investigado resulta necesario elevar la pena del homicidio culposo 

cuando el hecho hubiese sido ocasionado por la conducción imprudente, 

negligente, inexperta, o antirreglamentaria de un vehículo automotor. “Se 

fundamenta la utilidad de un análisis especifico de este tipo particular de 

imprudencia a la hora de contar con 51 criterios que permitan distinguir cuando 

el hecho ocurrido deja de ser un accidente, para convertirse en un delito”. 

(Álvarez ,2012)”. 

  

2.2 Diez citas de doctrina jurisprudencial relacionado con el delito de 

homicidio culposo empleando estilo APA, con comentario personal
.
 

1. La conducta en el delito culposo. 

Sostiene  (ZAFFARONI, 1999, pág. 383 y ss.)  “en los delitos culposos la 

conducta prohibida no se individualiza por el fin en sí mismo, sino por la forma 

defectuosa de seleccionar los medios (violando deberes de cuidado) y poner en 

marcha la acción para alcanzar la finalidad deseada. En tal sentido se señala 

que la figura del homicidio culposo constituye un tipo penal abierto porque el 
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legislador no puede prever la infinidad de conductas violatorias del deber de 

cuidado que provoquen la muerte y es por eso que encomienda al juez cerrar el 

tipo determinando cuál era el deber de cuidado que tenía el autor en las 

circunstancias concretas de un caso determinado” 

Comentario. 

El autor de la cita, en el caso de los delitos culposos, dentro de los cuales 

podemos tipificar al Homicidio Culposo, señala que la acción penal que el autor 

realiza, no radica ni se centra en su propia voluntad, sino en la relación del 

sujeto activo con los medios con los que cuenta y que defectuosamente usa 

para lograr un predeterminado fin deseado, que escapa de su cuidado y 

naturalmente de su control personalísimo. 

2. Formas de culpa 

(PARMA, 2005, pág. 89) señala que “formas de culpa son la imprudencia, 

negligencia, impericia e inobservancia de los reglamentos o deberes a cargo. 

La regla indica que la imprudencia es un exceso en la acción, en tanto la 

negligencia es un defecto en la acción. Exceso y defecto, anverso y reverso de 

la misma moneda. Imprudencia: es aquella conducta arriesgada o peligrosa 

para las personas o bienes ajenos. Es un exceso en la acción. Negligencia: es 

la conducta caracterizada por un comportamiento descuidado, es decir, la falta 

de adopción de las precauciones debidas. Es un defecto en la acción. 

Impericia: es el desconocimiento técnico o el no contar con la habilidad 

necesaria para la tarea que se emprende. Inobservancia de los deberes a 

cargo: quien incumple las obligaciones que genera la actividad desarrollada. 
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Inobservancia de los reglamentos: es no atenerse a los que presentan un modo 

de obrar determinado, emanados de una autoridad competente” 

Comentario. 

El autor nos ilustra sobre las formas en las que se expresa la culpa como 

responsabilidad penal de los hechos consumados, los que como se observan 

no tienen una relación directa con la voluntad, más si con las previsiones que 

ella debe adoptar en determinadas circunstancias, a efectos de impedir que los 

medios que acompañan o rodean, se plasmen como hechos de connotación 

delictiva en el control de los medios que acompañan a la acción penal. 

Con meridiana claridad distingue la imprudencia, de la negligencia, de la 

impericia y de la inobservancia de reglamentos y deberes a cargo que lleva 

consigo. 

3. Homicidio culposo agravado 

En la apreciación de (AMADEO, 2023) al comentar el artículo 84° del 

Código Penal argentino, se sostiene que hay dos agravantes: la pluralidad 

mínima de las víctimas y la utilización del vehículo automotor. 

 Para la pluralidad de víctimas, se exige un mínimo de dos personas y 

nada dice del número máximo. La pluralidad de muertes no implica la 

existencia de concurso alguno. 

 Para la conducción imprudente, negligencia, inexperta o 

antirreglamentaria de un vehículo automotor. El legislador estaría 

planteando especies de infracción de deber de cuidado, como si se trataran 
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de cuestiones diferentes o con otro sentido y alcance a las del planteo 

general. 

Comentario. 

 Para el autor del artículo 84° del Código Penal argentino, el homicidio 

culposo agravado se centra en dos causales, la pluralidad mínima de las 

víctimas y la utilización del vehículo automotor, lo que correlaciona los 

efectos de la comisión del delito con el grado de peligrosidad de los 

mismos. 

 En el caso peruano, según el párrafo tercero del artículo  111° que 

tipifica el delito de homicidio culposo, en su modalidad más agravada, no 

centra  la sanción en el número mínimo de las víctimas, sino sólo en el 

empleo de vehículo motorizado o de arma de fuego,  estando el agente  

bajos los efectos de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias  

psicotrópicas o sintéticas, o con la presencia de alcohol en la sangre en 

proporción mayor de 0.5 gramos – litro, en el caso de transporte  particular, 

o mayor de 0.25 gramos – litro en el caso del transporte público de 

pasajeros, mercancías o carga en general, o cuando el delito resulte  de la 

inobservancia de reglas técnicas de tránsito,   

4.   Homicidio calificado 

Según CASTILLO ALVA, José Luis. (2000) señala lo siguiente: “se pude 

advertir una notable diferencia en el contenido y circunstancias tratadas en 

cada codificación. Así, mientras nuestra legislación registra trece 

circunstancias, la legislación española sólo registra tres como son: la 
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alevosía, el precio, promesa o recompensa y el ensañamiento (…)” (p.368 -

369). 

Comentario: 

En nuestra legislación penal el Homicidio Calificado registra trece 

circunstancias o causas agravantes, y esto tiene que ver con nuestro 

referente social; a comparación de la legislación española sólo registra tres 

como son: la alevosía, el precio, promesa o recompensa y el ensañamiento 

5. Homicidio por culpa inconsciente. 

(ROY FREYRE, 1989), define esto como: “la muerte producida por el 

agente al no haber previsto el posible resultado antijurídico de su conducta, 

siempre que pudo haberlo previsto y dicha previsión era posible”  

Comentario: 

Con esta referencia el autor de la cita, hace alusión que el efecto de un 

homicidio por culpa inconsciente o que se realiza sin representación, la cual 

se produce cuando hay una acción u omisión, negligente o imprudente, que 

el agente realiza, sin haber previsto el resultado dañoso y además in 

haberlo deseado, es decir, es el hecho que se presenta cuando el sujeto 

activo del delito culposo no ha previsto el resultado que hubiera podido 

prever, aplicando el cuidado que su debe le imponía. 

En la culpa inconsciente, por un lado, supone la ausencia de toda 

vinculación psicológica con el resultado producido y por otro lado, no logra 

explicar satisfactoriamente la culpa consciente, en cuanto ésta no radica en 

la previsión del peligro, sino en el actuar contra la norma de cuidado. 
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La culpabilidad por consiguiente no se concibe como un juicio de reproche 

por la infracción de una norma, a partir de ahí la culpabilidad podía brindar 

un espacio adecuado a un elemento eminentemente normativo como la 

imprudencia. 

6. Homicidio por culpa consciente. 

Sigue diciendo (ROY FREYRE, 1989),  define esto “cuando habiéndose 

previsto la muerte, el agente confía, sin fundamento, en que no se producirá 

el resultado letal que el actor se representa”. 

Comentario: 

Para el autor de la referencia, la culpa consciente o con representación, es 

aquella que, prevista ante la muerte, se presente cuando el sujeto, lo que 

está basado en la circunstancia o en la capacidad personal, pues confía en 

que el resultado no irá a producirse.  

Lo referido significaría que hay una delgada línea entre la culpa con 

representación y el dolo eventual. 

7. La conducta culposa 

Precisa  (HURTADO POZO , 2005) que, “La tipicidad de la infracción 

culposa no debe ser concebida siempre como acción dolosa, hay que 

diferenciar el tipo legal objetivo del subjetivo; la voluntad siempre alcanza un 

objetivo ilícito en el delito doloso: carece en principio de relevancia penal en 

el delito culposo; sin embargo, la cuestión se plantea en la culpa consciente 

en cuanto a la tipicidad respecto de su contenido ilícito de la culpa y que 

ésta debe ser analizada de diferente manera”. 
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Comentario: 

Para el autor de la cita, la conducta culposa se presenta cuando el sujeto 

que está sometido a un control lógicamente disciplinario, incurre en hechos 

constitutivos de una infracción a ese régimen, en la medida en que infringe 

al deber objetivo de cuidado funcionalmente exigible y cuando el sujeto 

sometido a un procedimiento de investigación debió haberla previsto por ser 

previsible o habiéndola previsto, confió en poder evitarla.  

Este comportamiento culposo presentaría algunas características que son 

sustanciales:  el daño, la causalidad, la intencionalidad y la previsión. El 

más significativo es el daño, pues el mismo se produce cuando se provoca 

un perjuicio, un detrimento o un dolor a una persona, una cosa, una 

propiedad ajena. Para la doctrina el daño puede ser actual, si se produce en 

este momento, puede ser emergente si pudiera darse en un futuro próximo 

o lucro cesante que es el beneficio que el afectado deja de percibir por ese 

daño. 

8. Relación de causalidad culposa.  

El letrado (GÁLVEZ VILLEGAS, 2012), refiere que, “En ese contexto, la 

relación de causalidad, la imputación requiere comprobar si la acción ha 

creado un riesgo típicamente relevante para lo cual debemos recurrir a 

criterios normativos que nos permitan establecer si el comportamiento 

desplegado por el sujeto activo, desde una perspectiva ex ante”  
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Comentario: 

Para el letrado referenciado, la relación de causalidad es en la práctica una 

exigencia que el resultado sea consecuencia de la acción típica, donde la 

imputación objetiva que el autor haya producido el peligro o haya 

aumentado el riesgo que deriva en el resultado. 

Dicha relación de causalidad exige que el resultado sea la consecuencia de 

la acción típica, donde la imputación objetiva es que el autor haya producido 

el peligro o haya aumentado el riesgo que deriva en el resultado. 

En este caso el nexo de causalidad se constituye a partir que el enlace 

entre un hecho culposo con el daño causado, por lo que se establece un 

vínculo existente entre la conducta y el daño, siendo el vínculo causal 

indispensable ya que la conducta del autor, debe ser la causa directa, 

necesaria y determinante del daño. 

9.  Ausencia del riesgo en la conducta. 

Sigue refiriendo el letrado  (GÁLVEZ VILLEGAS, 2012) afirmando que:  

“La ausencia de riesgo típicamente relevante excluye la tipicidad de la 

conducta, y la posibilidad de responder por tentativa; mientras que la no 

realización del riesgo en el resultado, al excluir la imputación del resultado, 

le quita relevancia penal al comportamiento imprudente, ya que, en este, a 

diferencia del homicidio doloso, la tentativa no es posible” (p. 502). 

Comentario: 

Continúa arguyendo el precitado abogado que,  se aúna a una extensión 

que se evidencia en la teoría de imputación objetiva, en la estructura del 
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delito culposo. Si hay ausencia de riesgo en la conducta culposo, entonces 

no hay la posibilidad de consumar el eventual resultado de un delito por 

culpa. 

Lo indicado nos lleva a inferir que en el transcurso del iter criminis, en los 

delitos culposos no hay tentativa, en tanto el requisito negativo, por su 

parte, conduce a establecer que no debe haberse producido la 

consumación del delito, esto porque si se llegase a la consumación del 

delito, la sanción se debe dar en diferente grado, siendo que la 

consecuencia de sancionar el delito en grado de tentativa, es la atenuación 

de la pena. 

No puede dejarse de entender según la jurisprudencia existente, sobre el 

tema que, la tentativa de homicidio culposo dentro de la conducta culposa, 

se produce cuando el resultado típico es producto de la infracción al deber 

objetivo de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o 

habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo.  

10. Conducta culposa de sujeto activo 

En la apreciación de las juristas españolas (MARTÍNEZ ESCAMILLA, 

MARTÍN LORENZO , & VALLE MARISCAL DE GANTE, 2012), “Los 

criterios para decidir si se afirma o niega la imputación del resultado en 

estos supuestos no están definidos con claridad. Se entiende que para que 

el resultado sea imputable y pueda incrementar la pena tiene que ser el 

reflejo del desvalor de la conducta del sujeto, es decir, tiene que ser la 

realización del riesgo por el cual la conducta del sujeto estaba prohibida y 

no la realización de cualquier otro riesgo que la norma infringida no tenía 
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por misión evitar o disminuir, por mucho que la conducta del sujeto lo haya 

desencadenado causalmente. Se trata de que el resultado pueda ser 

considerado como obra del autor y no sólo producto del azar. En este 

segundo nivel es frecuente encontrar la referencia a que el riesgo 

penalmente relevante creado por la acción y no otro riesgo distinto es el que 

se ha materializado en el resultado típico, es decir que el resultado 

producido sea de aquellos que la norma infringida por el sujeto tenía por 

misión evitar o reducir (fin de protección de la norma de la norma infringida)” 

Comentario: 

De lo esgrimido por los autores, se puede inferir la distinción en el conocimiento 

efectivo o potencia del peligro  que la conducta  crea para los bienes jurídicos, 

del conocimiento abstracto del deber de cuidado. El conocimiento del peligro 

causado es efectivo en la culpa consciente o con representación, pero es 

potencial en la culpa inconsciente o sin representación. Se sostiene que 

cuando faltase el conocimiento en forma efectiva y es más, no sea exigible, 

entonces faltará la tipicidad culposa, pero no sería ese el caso, cuando el 

sujeto desconoce directamente su deber de cuidado en forma abstracta, no 

pudiendo pretenderse que reconozca la antijuridicidad  concreta de su 

conducta y deba reprochársela por no haberla conocido, a pesar a que se 

conozca con precisión el peligro que con ella misma la introduce, que lleva la 

configuración de un supuesto de error directo de prohibición.  
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2.3 Diez referencias de jurisprudencia en los últimos 10 años con 

indicación de la sumilla de expedientes fueron resueltos por el 

órgano jurisdiccional competente con indicación del expediente, 

número y el año de trámite, dentro del sistema procesal penal mixto. 

 

1. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

“Sala Penal Permanente 

  Materia: Homicidio Culposo. 

   Fecha de Resolución: 16 de setiembre de 2020 

CASACIÓN N°. 334-2019 ICA 

   Emisor: Sala Penal Permanente” 

Sumilla: 

“Homicidio culposo: criterios característicos de la Lex artis ad hoc 

en el acto médico a. En los delitos culposos, en particular el de 

homicidio, el juicio de tipicidad objetiva debe realizarse con base 

en criterios de imputación objetiva. Si la acusación es por 

homicidio culposo, en el contexto de la actividad médica, estos 

criterios permitirán establecer si el resultado dañoso puede 

imputarse objetivamente a una conducta, como consecuencia de 

la vulneración del deber de cuidado, objetivado en la lex artis ad 

hoc. b. La lex artis ad hoc es un concepto relativamente 

indeterminado, que debe ser precisado por el juzgador en función 

de las siguientes características: 1. contenido semántico, 2. 

flexibilidad, 3. ámbito de aplicación, 4. naturaleza normativa, 5. 
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sentido práctico y deontológico, 6. carácter dinámico, 7. aplicación 

relativa, 8. regula actividades, 9. inherente a la actividad médica, 

10. finalidad benefactora y 11. enfocado en el método no en los 

resultados. c. En la sentencia de vista, la Sala de Apelaciones no 

fundamentó de manera acabada los criterios para proceder a la 

absolución del acusado, y se limitó a explicar su decisión en 

función de criterios de culpabilidad, obviando desarrollar con 

anterioridad el juicio de tipicidad objetiva sobre la observancia del 

deber de cuidado, conforme a la lex artis ad hoc.”. 

 

2. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

     “Sala Penal Transitoria 

La responsabilidad fundada en la infracción penal 

Fecha de Resolución: 14 de marzo de 2019 

RECURSO DE CASACIÓN Nº.  695-2018/LAMBAYEQUE 

Emisor: Sala Penal Permanente” 

Sumilla: 

          “Sumilla. Reparación civil. Rol de la Corte Suprema  

1. La reparación civil que provenga del delito puede ser objeto de 

transacción, conforme a lo taxativamente estipulado en el artículo 1306 del 

Código Civil; y, su concreción importa poner fin a un asunto dudoso o 

litigioso, evitando un proceso o finalizando el ya promovido (artículo 1302 

del citado Código). La responsabilidad civil –de los responsables directos e 
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indirectos– es solidaria. Así lo preceptúan los artículos 95 del Código 

Penal, 1981 y 1983 del Código Civil.  

2. Según el primer párrafo del artículo 1188 del Código Civil la transacción 

entre el acreedor y uno de los deudores solidarios sobre la totalidad de la 

obligación, libera a los demás codeudores; y, conforme al artículo 1189 del 

citado Código, si la transacción se hubiere limitado a la parte de uno solo 

de los deudores, los otros no quedan liberados sino en cuanto a dicha 

parte. 3. Tratándose del montante de la reparación civil, el rol de la Corte 

Suprema es controlar si los órganos de instancia fijaron las bases que 

fundamentan la cuantía y si estas son razonables –según lo anotado en el 

fundamento jurídico anterior–. La indemnización no puede fijarse vacío de 

datos o, en todo caso, omitir aspectos esenciales de su determinación, lo 

que ocasionaría la nulidad de la resolución inmotivada y que el Tribunal 

Superior dicte otra nueva resolución en que corrija aquella deficiencia...”.   

3. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

“Sala Penal Permanente 

Materia: Homicidio 

Fecha de Resolución: 24 de abril de 2018 

CASACIÓN N° 153-2017 DE LA REPÚBLICA PIURA 

Emisor: Sala Penal Permanente” 

       Sumilla:   

        “Principio de igualdad y debido proceso. A coimputado, por los 

mismos hechos y delitos se le declaró fundada la Casación número 
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quinientos ochenta y uno-dos mil quince-Piura, de fecha cinco de octubre 

de dos mil dieciséis y fundada la Excepción de improcedencia de acción, 

y el archivo definitivo por todos los delitos imputados.-.”. 

 

4. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

“Sala Penal Transitoria 

Materia: Homicidio 

Fecha de Resolución: 03 de julio de 2017 

Casación N°163-2015 Puno” 

  

“Sumilla. El fiscal como director de la investigación a través de una 

disposición fiscal dará por concluida la investigación preparatoria, 

cuando considere que ha cumplido su objeto; no pudiendo ser concluida 

por el juez con el  solo vencimiento del plazo legal”. 

5. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

“Segunda Sala Penal Transitoria 

Materia: Homicidio 

R.N. N° 502-2017 

Callao” 

“Sumilla. - Se ha logrado probar la responsabilidad penal del acusado, 

más allá de toda duda razonable. De este modo se ha destruido la 

presunción de inocencia de la que se encontraba premunido” 
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6. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

“Sala Penal Transitoria 

Materia: Homicidio 

R.N N° 3936-2013 

Ica” 

“Sumilla. - Para verificar si la circunstancia agravante de la nocturnidad 

se configura, debe utilizarse de lege data, el criterio cronológico”. 

7. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

“Sala Penal Permanente 

Materia: Homicidio 

Fecha de Resolución: 31 de enero de 2018 

Recurso de Nulidad N°2073-2017-LIma 

Emisor: Sala Penal Permanente” 

Sumilla: 

“Los medios de prueba citados, desde una perspectiva no solo de 

adición sino de su mutua imbricación, revelan inconcusamente que la 

muerte y las lesiones sufridas por los agraviados importaron una 

acción premeditada que, según algunas declaraciones de los propios 

imputados, está vinculada, de uno u otro modo, a móviles de 

venganza por actividades ilegales de tráfico de terrenos y/o abuso de 

poder en el distrito de San Juan de Lurigancho. Se mencionó como 

objetivo del crimen a otra persona, de quien se dice está preso en un 

Establecimiento Penal y era amigo del agraviado occiso –no se 

cuenta con datos al respecto, pues no ha declarado ni existe 
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información penitenciaria de esa persona–. Empero, nada asegura 

que medió error o que alguno de los imputados engañó a los 

restantes. El crimen fue planificado –hubo reuniones previas, 

búsqueda de armamento y adscripción de delincuentes al plan 

delictivo–, al punto de conocer las andanzas del agraviado occiso, 

que permitió que los ejecutores materiales lo esperen a que salga de 

la discoteca. El error en la persona de la víctima, por todo ello, está 

descartado: el agraviado occiso era el objetivo, y no otra persona”. 

 

8. SALA PENAL SUPERIOR DE LA LIBERTAD 

“Tercera Sala Penal Superior de la Libertad 

Materia: Homicidio 

Fecha de Resolución: 20 de setiembre de 2018 

Recurso de Nulidad N°3354-2010-Libertad 

Emisor: Sala Penal Permanente” 

Sumilla: 

“El imputado no ha ofrecido medio probatorio para corroborar su 

defensa afirmativa de haber actuado bajo emoción violenta en el 

resultado muerte del agraviado, provocado por el supuesto acto de 

infidelidad de su enamorada, por consiguiente, debe descartarse la 

calificación jurídica de homicidio por emoción violenta propuesta por 

la defensa en juicio oral; por el contrario, ha quedado suficientemente 

acreditado la premeditación en la ejecución del delito, al haber el 

imputado utilizado un instrumento letal y eficaz –arma de fuego– para 

la producción de la muerte, y, haber empleado una forma tendiente 
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directamente a asegurarla, al realizar cuatro disparos en zonas vitales 

del cuerpo del agraviado, siendo el primer impacto por la espalda, sin 

el riesgo que la víctima tenga posibilidad de defenderse. Por lo que, 

deberá confirmarse la sentencia condenatoria por el delito de 

homicidio calificado con alevosía.”. 

 

9. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

“Sala Penal Transitoria 

Materia: Homicidio 

Fecha de expedición: Diecinueve de diciembre del dos mil doce 

R.N. N°1192-2012 Lima” 

“Sumilla. - Se ha logrado probar la responsabilidad penal del acusado, 

más allá de toda duda razonable. De este modo se ha destruido la 

presunción de inocencia de la que se encontraba premunido”.  

 

10. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

“Sala Penal Permanente 

Materia: Homicidio 

Fecha de Resolución: 21 de noviembre de 2018 

R.N. N°1020-2017 

Lima” 
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“Sumilla. - Concurso real en tenencia ilegal de armas y tentativa de 

homicidio. - El encausado realizó dos acciones en momentos distintos, la 

primera consistente en portar el arma y la segunda en efectuar los 

disparos con la finalidad de ultimar a los agraviados; es decir existió 

pluralidad de acciones que corresponden cada a un tipo penal distinto, 

como es el de tenencia ilegal de armas –delito de peligro abstracto- y el 

de tentativa de homicidio simple –delito de lesión-. Encontrándonos por 

tanto ante un concurso real de delitos y no un concurso aparente de 

leyes”. 

2.4 Legislación concordante sobre homicidio culposo. 

          Artículo 111° de CÓDIGO PENAL. 

          CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO. 

           Artículo 1° Persona humana. 

La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin 

supremo de la sociedad y del Estado. 

 Artículo 2° numeral 1) 

Toda persona tiene derecho: 

1. A la vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a 

su libre desarrollo y bienestar. El concebido es sujeto de derechos en 

todo cuanto le favorece. 

CÓDIGO CIVIL  

Artículo 5° 

Irrenunciabilidad de los derechos fundamentales. 
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El derecho a la vida, a la integridad física, a la libertad, al honor y demás 

inherentes a la persona humana son irrenunciables y no pueden ser 

objeto de cesión. Su ejercicio no puede sufrir limitación voluntaria, salvo 

lo dispuesto en el artículo 6°. 

 

Artículo 242°, numeral 6) 

Impedimentos relativos. 

No pueden contraer matrimonio entre sí: 

6. El condenado como partícipe en el homicidio doloso de uno de 

los cónyuges, ni el procesado por esta causa con el sobreviviente. 

 

Artículo 515°, numeral 8) 

Impedimentos para ejercer tutoría. 

No pueden ser tutores: 

8. Los condenados por homicidio, lesiones dolosas, riña, aborto, 

exposición o abandono de personas en peligro, supresión o 

alteración del estado civil, o por delitos contra el patrimonio o 

contra las buenas costumbres. 

 

Artículo 667°, numeral 2) 

Exclusión de la sucesión por indignidad. 

Son excluidos de la sucesión de determinada persona, por indignidad, 

como herederos o legatarios: 
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2. Los que hubieran sido condenados por delito doloso cometido 

en agravio del causante o de alguna de las personas a las que se 

refiere el inciso anterior. 

 

Artículo 1969°. -  Indemnización por daño moroso y culposo. 

Aquel que por dolo o culpa causa un daño a otro está obligado a 

indemnizarlo. El descargo por falta de dolo o culpa corresponde a su 

autor. 

 

CÓDIGO PENAL 

Artículo 12° 

Delito doloso y delito culposo 

Las penas establecidas por la ley se aplican siempre al agente de 

infracción dolosa. 

El agente de infracción culposa es punible en los casos expresamente 

establecidos por la ley. 

Artículo 22° 

Podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para el hecho punible 

cometido cuando el agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún 

años o más de sesenta y cinco años al momento de realizar la 

infracción, salvo que haya incurrido en forma reiterada en los delitos 

previstos en los artículos 111°, tercer párrafo, y 124°, cuarto párrafo. 

Está excluido el agente integrante de una organización criminal o 

que haya incurrido en delito de violación de la libertad sexual, homicidio 
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calificado, homicidio calificado por la condición oficial del agente, 

feminicidio, sicariato, conspiración para el delito de sicariato y 

ofrecimiento para el delito de sicariato, extorsión, secuestro, robo 

agravado, tráfico ilícito de drogas, terrorismo, terrorismo agravado, 

apología, genocidio, desaparición forzada, tortura, atentado contra la 

seguridad nacional, traición a la Patria u otro delito sancionado con pena 

privativa de libertad no menor de veinticinco años o cadena perpetua. 

Artículo 28° 

Clases de Pena. 

Las penas aplicables de conformidad con este Código son: 

– Privativa de libertad; 

– Restrictivas de libertad; 

– Limitativas de derechos; y 

– Multa. 

Artículo 29°.   

          Duración de la pena privativa de libertad. 

La pena privativa de libertad puede ser temporal o de cadena perpetua. 

En el primer caso, tendrá una duración mínima de dos días y una 

máxima de treinta y cinco años. 

 Artículo 31° numeral 1) 

          Penas limitativas de derechos - Clases 

Las penas limitativas de derechos son: 
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1. Prestación de servicios a la comunidad; 

2. Limitación de días libres; e 

3. Inhabilitación. 

 Artículo 33° 

Duración de las penas limitativas de derechos como penas 

sustitutas. 

La duración de las penas de prestación de servicios a la comunidad y 

limitativa de días libres se fijará, cuando se apliquen como sustitutivas de 

la pena privativa de libertad, de acuerdo con las equivalencias 

establecidas en el artículo 52°. 

 Artículo 34° 

           Prestación de servicios a la comunidad. 

34.1. La pena de prestación de servicios a la comunidad obliga al 

condenado a trabajos gratuitos en entidades asistenciales, hospitalarias, 

escuelas, orfanatos, otras instituciones similares u obras, siempre que 

sean públicos. 

34.2. La pena de prestación de servicios a la comunidad también puede 

ejecutarse en instituciones privadas con fines asistenciales o sociales. 

34.3. Los servicios son asignados, en lo posible, conforme a las 

aptitudes del condenado, debiendo cumplirse en jornadas de diez horas 

semanales, entre los días sábados, domingos o feriados, de modo que 

no perjudiquen la jornada normal de su trabajo habitual. 
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34.4. El condenado puede ser autorizado para prestar estos servicios en 

los días hábiles semanales, computándose la jornada correspondiente. 

34.5 Esta pena se extiende de diez a ciento cincuenta y seis jornadas de 

servicios semanales, salvo disposición distinta de la ley. 

34.6 La ley y las disposiciones reglamentarias correspondientes 

establecen los procedimientos para asignar los lugares y supervisar el 

desarrollo de la prestación de servicios. 

 Artículo 36° numeral 4)    numeral 6)    numeral 7) 

            Inhabilitación. 

La inhabilitación produce, según disponga la sentencia: 

1. Privación de la función, cargo o comisión que ejercía el condenado, 

aunque provenga de elección popular; 

2. Incapacidad o impedimento para obtener mandato, cargo, empleo o 

comisión de carácter público; 

3. Suspensión de los derechos políticos que señale la sentencia; 

4. Incapacidad para ejercer por cuenta propia o por intermedio de 

tercero profesión, comercio, arte o industria, que deben 

especificarse en la sentencia; 

5. Incapacidad para el ejercicio de la patria potestad, tutela o curatela; 

6. Suspensión o cancelación de la autorización para portar o hacer 

uso de armas de fuego. Incapacidad definitiva para renovar u 

obtener licencia o certificación de autoridad competente para portar 
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o hacer uso de armas de fuego, en caso de sentencia por delito 

doloso o cometido bajo el influjo del alcohol o las drogas. 

7. Suspensión, cancelación o incapacidad definitiva para obtener 

autorización para conducir cualquier tipo de vehículo; 

8. Privación de grados militares o policiales, títulos honoríficos u otras 

distinciones que correspondan al cargo, profesión u oficio del que se 

hubiese servido el agente para cometer el delito; 

9. Incapacidad definitiva para ingresar o reingresar al servicio docente o 

administrativo en instituciones de educación básica, centros de 

educación técnico- productiva, institutos o escuelas de educación 

superior, instituciones de educación superior artística, universidades, 

escuelas de las Fuerzas Armadas o de la Policía Nacional del Perú, 

Ministerio de Educación o sus organismos públicos adscritos, 

Direcciones o Gerencias Regionales de Educación, Unidades de Gestión 

Educativa Local y, en general, en toda institución u organismo educativo, 

incluyendo centros de resocialización o rehabilitación, que desarrollan 

actividades permanentes o temporales vinculadas a la educación, 

capacitación y formación sobre cualquier materia, incluyendo los ámbitos 

deportivo, artístico y cultural; así como, para ejercer actividad, profesión, 

ocupación u oficio que implique la enseñanza, el cuidado, vigilancia o 

atención de niñas, niños o adolescentes o del alumnado de educación 

superior tanto técnica como universitaria; respecto de las personas 

condenadas con sentencia consentida o ejecutoriada, incluido el grado 

de tentativa, por cualquiera de los siguientes delitos: 
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a) Delitos de terrorismo tipificados en el Decreto Ley N° 25475 y delito 

de apología del terrorismo tipificado en el artículo 316-A del Código 

Penal. 

b) Delitos de violación de la libertad sexual tipificados en el Capítulo IX 

del Título IV del Libro Segundo del Código Penal. 

c) Delitos de proxenetismo tipificados en el Capítulo X del Título IV del 

Libro Segundo del Código Penal. 

d) Delito de pornografía infantil tipificado en el artículo 183 A del Código 

Penal. 

e) Delito de proposiciones a niños, niñas y adolescentes con fines 

sexuales por medios tecnológicos tipificado en el artículo 5 de la Ley N° 

30096. 

f) Delito de trata de personas y sus formas agravadas, tipificados en los 

artículos 153 y 153-A del Código Penal. 

g) Delito de explotación sexual y sus formas agravadas tipificado en el 

artículo 153-B del Código Penal. 

h) Delito de esclavitud y otras formas de explotación y sus formas 

agravadas, tipificados en el artículo 153-C del Código Penal. 

i) Delitos de tráfico ilícito de drogas de la Sección Segunda del Capítulo 

III del Título XII del Libro Segundo del Código Penal. 

j) Delitos de homicidio simple y calificado tipificados en los artículos 

106°, 108° y 108°-A del Código Penal. 

k) Delito de parricidio tipificado en el artículo 107 del Código Penal. 
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l) Delito de feminicidio y sus formas agravadas tipificado en el artículo 

108-B del Código Penal. 

m) Delito de sicariato y sus formas agravadas tipificado en el artículo 108 

°-C del Código Penal. 

n) Delito de secuestro y sus formas agravadas tipificados en el artículo 

152° del Código Penal. 

o) Delito de secuestro extorsivo y sus formas agravadas tipificados en el 

artículo 200° del Código Penal. 

p) Delitos contra la humanidad (genocidio, desaparición forzada y 

tortura) tipificados en los capítulos I, II y III del Título XIV-A del Libro 

Segundo del Código Penal. 

q) Delito de violación de la intimidad, por difusión de imágenes, 

materiales audiovisuales o audios con contenido sexual, y sus formas 

agravadas, tipificado en el artículo 154°-B del Código Penal. 

10. Privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a 

ellos; 

11. Prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima, sus 

familiares u otras personas que determine el juez; o, 

12. Prohibición de comunicarse con internos o visitar establecimientos 

penitenciarios. 

13. Incapacidad definitiva o temporal para la tenencia de animales. 
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 Artículo 40° 

Inhabilitación accesoria en los delitos culposos de tránsito 

La pena de inhabilitación prevista en el artículo 36° inciso 7, de este 

Código podrá aplicarse como accesoria en los delitos culposos de 

tránsito. 

 Artículo 45° 

            Presupuestos para fundamentar y determinar la pena 

El juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, tiene en 

cuenta: 

a. Las carencias sociales que hubiese sufrido el agente o el abuso de su 

cargo, posición económica, formación, poder, oficio, profesión o la 

función que ocupe en la sociedad. 

b. Su cultura y sus costumbres. 

c. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella 

dependan, así como la afectación de sus derechos y considerando 

especialmente su situación de vulnerabilidad. 

 Artículo 46° 

 Circunstancias de atenuación y agravación 

1. Constituyen circunstancias de atenuación, siempre que no estén 

previstas específicamente para sancionar el delito y no sean elementos 

constitutivos del hecho punible, las siguientes: 

a) La carencia de antecedentes penales; 



  65 

 

b) El obrar por móviles nobles o altruistas; 

c) El obrar en estado de emoción o de temor excusables; 

d) La influencia de apremiantes circunstancias personales o familiares 

en la ejecución de la conducta punible; 

e) Procurar voluntariamente, después de consumado el delito, la 

disminución de sus consecuencias; 

f) Reparar voluntariamente el daño ocasionado o las consecuencias 

derivadas del peligro generado; 

g) Presentarse voluntariamente a las autoridades después de haber 

cometido la conducta punible, para admitir su responsabilidad; 

h) La edad del imputado en tanto que ella hubiere influido en la conducta 

punible. 

2. Constituyen circunstancias agravantes, siempre que no estén 

previstas específicamente para sancionar el delito y no sean elementos 

constitutivos del hecho punible, las siguientes: 

a) Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a 

actividades de utilidad común o a la satisfacción de necesidades básicas 

de una colectividad; 

b) Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos públicos; 

c) Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o mediante 

precio, recompensa o promesa remuneratoria; 
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d) Ejecutar el delito bajo móviles de intolerancia o discriminación, tales 

como el origen, raza, religión, sexo, orientación sexual, identidad de 

género, factor genético, filiación, edad, discapacidad, idioma, identidad 

étnica y cultural, indumentaria, opinión, condición económica, o de 

cualquier otra índole. 

e) Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso 

pueda resultar peligro común; 

f) Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la 

condición de superioridad sobre la víctima o aprovechando 

circunstancias de tiempo, modo o lugar, que dificulten la defensa del 

ofendido o la identificación del autor o partícipe; 

g) Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible, que las 

necesarias para consumar el delito; 

h) Realizar la conducta punible abusando el agente de su cargo, 

posición económica, formación, poder, oficio, profesión o función; 

i) La pluralidad de agentes que intervienen en la ejecución del delito; 

j) Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable; 

k) Cuando la conducta punible es dirigida o cometida total o 

parcialmente desde el interior de un lugar de reclusión por quien está 

privado de su libertad o se encuentra fuera del territorio nacional; 

l) Cuando se produce un daño grave al equilibrio de los ecosistemas 

naturales; 
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m) Cuando para la realización de la conducta punible se han utilizado 

armas, explosivos o venenos, u otros instrumentos o procedimientos de 

similar eficacia destructiva. 

n) Si la víctima es un niño o niña, adolescente, mujer en situación de 

especial vulnerabilidad, adulto mayor conforme al ordenamiento vigente 

en la materia o tuviere deficiencias físicas, sensoriales, mentales o 

intelectuales de carácter permanente o si padeciera de enfermedad en 

estado terminal, o persona perteneciente a un pueblo indígena en 

situación de aislamiento y contacto inicial. 

 Artículo 52° 

            Conversión de la pena privativa de libertad 

En los casos que no fuera procedente la condena condicional o la 

reserva del fallo condenatorio, el Juez podrá convertir la pena privativa 

de libertad no mayor de dos años en otra de multa, o la pena privativa de 

libertad no mayor de cuatro años en otra de prestación de servicios a la 

comunidad o limitación de días libres, a razón de un día de privación de 

libertad por un día de multa, siete días de privación de libertad por una 

jornada de prestación de servicios a la comunidad o por una jornada de 

limitación de días libres. 

 Artículo 53° 

Revocación de la conversión. 

Si el condenado no cumple, injustificadamente, con el pago de la multa o 

la prestación del servicio asignado a la jornada de limitación de días 
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libres, la conversión será revocada, previo apercibimiento judicial, 

debiendo ejecutarse la pena privativa de libertad fijada en la sentencia. 

Revocada la conversión, la pena cumplida con anterioridad será 

descontada de acuerdo con las equivalencias siguientes: 

1. Un día de multa por cada día de privación de libertad; o 

2. Una jornada de servicio a la comunidad o una de limitación de días 

libres por cada siete días de pena privativa de libertad. 

Artículo 55° 

            Conversión de las penas limitativas de derechos o privativa de  

            libertad. 

Si el condenado no cumple, injustificadamente, con la prestación de 

servicios o con la jornada de limitación de días-libres aplicadas como 

penas autónomas, impuestas en caso de delito o falta, dichas 

sanciones se convertirán en privativas de libertad, previo 

apercibimiento judicial, a razón de un día de pena privativa de libertad 

por cada jornada incumplida de prestación de servicios a la comunidad 

o jornada de limitación de días-libres. 

 Artículo 57° al 68° 

            Artículo 57° 

            Requisitos 

 El juez puede suspender la ejecución de la pena siempre que se reúnan 

los requisitos siguientes: 
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1. Que la condena se refiera a pena privativa de libertad no mayor de 

cuatro años. 

2. Que la naturaleza, modalidad del hecho punible, comportamiento 

procesal y la personalidad del agente, permitan inferir al juez que aquel 

no volverá a cometer un nuevo delito. El pronóstico favorable sobre la 

conducta futura del condenado que formule la autoridad judicial requiere 

de debida motivación. 

3. Que el agente no tenga la condición de reincidente o habitual. 

4. El plazo de suspensión es de uno a tres años. 

La suspensión de la ejecución de la pena es inaplicable a los 

funcionarios o servidores públicos condenados por cualquiera de los 

delitos dolosos previstos en los artículos 384°, 387°, segundo párrafo del 

artículo 389°, 395°, 396°, 399°, y 401° del Código, así como para las 

personas condenadas por el delito de agresiones en contra de las 

mujeres o integrantes del grupo familiar del artículo 122°-B, y por el 

delito de lesiones leves previsto en los literales c), d) y e) del numeral 3) 

del artículo 122°. 

Artículo 58°.  

Reglas de conducta 

Al suspender la ejecución de la pena, el juez impone las siguientes 

reglas de conducta que sean aplicables al caso: 

1. Prohibición de frecuentar determinados lugares; 
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2. Prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización del 

juez; 

3. Comparecer mensualmente al juzgado, personal y obligatoriamente, 

para informar y justificar sus actividades; 

4. Reparar los daños ocasionados por el delito o cumplir con su pago 

fraccionado, salvo cuando demuestre que está en imposibilidad de 

hacerlo; 

5. Prohibición de poseer objetos susceptibles de facilitar la realización de 

otro delito; 

6. Obligación de someterse a un tratamiento de desintoxicación de 

drogas o alcohol; 

7. Obligación de seguir tratamiento o programas laborales o educativos, 

organizados por la autoridad de ejecución penal o institución 

competente; o, 

8. Los demás deberes adecuados a la rehabilitación social del agente, 

siempre que no atenten contra la dignidad del condenado. 

9. Obligación de someterse a un tratamiento psicológico o psiquiátrico.  

Artículo 59°. -  

Efectos del incumplimiento  

Si durante el período de suspensión el condenado no cumpliera con las 

reglas de conducta impuestas o fuera condenado por otro delito, el Juez 

podrá, según los casos: 

1. Amonestar al infractor; 
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2. Prorrogar el período de suspensión hasta la mitad del plazo 

inicialmente fijado. En ningún caso la prórroga acumulada excederá de 

tres años; o 

3. Revocar la suspensión de la pena. 

Artículo 60°. -  

Revocación de la suspensión de la pena 

La suspensión será revocada si dentro del plazo de prueba el agente es 

condenado por la comisión de un nuevo delito doloso cuya pena 

privativa de libertad sea superior a tres años; en cuyo caso se ejecutará 

la pena suspendida condicionalmente y la que corresponda por el 

segundo hecho punible. 

Artículo 61°. -  

Condena no pronunciada 

La condena se considera como no pronunciada si transcurre el plazo de 

prueba sin que el condenado cometa nuevo delito doloso, ni infrinja de 

manera persistente y obstinada las reglas de conducta establecidas en 

la sentencia. 
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RESERVA DEL FALLO CONDENATORIO 

Artículo 62°.  

Reserva del fallo condenatorio. Circunstancias y requisitos 

El juez puede disponer la reserva del fallo condenatorio siempre que de 

las circunstancias individuales, verificables al momento de la expedición 

de la sentencia, pueda colegir que el agente no cometerá nuevo delito. 

El pronóstico favorable sobre la conducta futura del sentenciado que 

formule la autoridad judicial requiere de debida motivación. 

La reserva es dispuesta en los siguientes casos: 

1. Cuando el delito está sancionado con pena privativa de libertad no 

mayor de tres años o con multa; 

2. Cuando la pena a imponerse no supere las noventa jornadas de 

prestación de servicios a la comunidad o de limitación de días libres; 

3. Cuando la pena a imponerse no supere los dos años de inhabilitación. 

El plazo de reserva del fallo condenatorio es de uno a tres años, contado 

desde que la decisión adquiere calidad de cosa juzgada. 

Artículo 63°. -  

Efectos de la Reserva de Fallo Condenatorio 

El Juez al disponer la reserva del fallo condenatorio, se abstendrá de 

dictar la parte resolutiva de la sentencia, sin perjuicio de fijar las 

responsabilidades civiles que procedan. 

La reserva de fallo se inscribirá en un registro especial, a cargo del 

Poder Judicial. El Registro informa exclusivamente a pedido escrito de 

los jueces de la República, con fines de verificación de las reglas de 
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conducta o de comisión de nuevo delito doloso. El Registro es de 

carácter especial, confidencial y provisional y no permite, por ningún 

motivo, la expedición de certificados para fines distintos. 

Cumplido el período de prueba queda sin efecto la inscripción en forma 

automática y no podrá expedirse de él constancia alguna, bajo 

responsabilidad. El Juez de origen, a pedido de parte, verifica dicha 

cancelación: 

Artículo 64°. -  

Reglas de conducta 

Al disponer la reserva del fallo, el juez impone de manera debidamente 

motivada las siguientes reglas de conducta que resulten aplicables al 

caso: 

1, Prohibición de frecuentar determinados lugares; 

2. Prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización del 

juez; 

3. Comparecer mensualmente al juzgado, personal y obligatoriamente, 

para informar y justificar sus actividades; 

4. Reparar los daños ocasionados por el delito o cumplir con su pago 

fraccionado, salvo cuando demuestre que está en imposibilidad de 

hacerlo; 

5. Prohibición de poseer objetos susceptibles de facilitar la realización de 

otro delito; 
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6. Obligación de someterse a un tratamiento de desintoxicación de 

drogas o alcohol; 

7. Obligación de seguir tratamiento o programas laborales o educativos, 

organizados por la autoridad de ejecución penal o institución 

competente; o, 

8. Los demás deberes adecuados a la rehabilitación social del agente, 

siempre que no atenten contra la dignidad del condenado. 

9. Obligación de someterse a un tratamiento psicológico o psiquiátrico. 

Artículo 65°. - 

Efectos del incumplimiento 

Cuando el agente incumpliera las reglas de conducta impuestas, por 

razones atribuibles a su responsabilidad, el Juez podrá: 

1. Hacerle una severa advertencia; 

2. Prorrogar el régimen de prueba sin exceder la mitad del plazo 

inicialmente fijado. En ningún caso la prórroga acumulada sobrepasará 

de tres años; o 

3. Revocar el régimen de prueba. 

Artículo 66°. –  

Revocación del régimen de prueba 

El régimen de prueba podrá ser revocado cuando el agente cometa un 

nuevo delito doloso por el cual sea condenado a pena privativa de 

libertad superior a tres años. 
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La revocación será obligatoria cuando la pena señalada para el delito 

cometido exceda de este límite. La revocación determina la aplicación de 

la pena que corresponde al delito, si no hubiera tenido lugar el régimen 

de prueba. 

Artículo 67°. -  

Extinción del régimen de prueba 

Si el régimen de prueba no fuera revocado será considerado extinguido 

al cumplirse el plazo fijado y el juzgamiento como no efectuado. 

 Artículo 80°. -  

 Plazos de prescripción de la acción penal 

La acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena 

fijada por la ley para el delito, si es privativa de libertad. 

En caso de concurso real de delitos, las acciones prescriben 

separadamente en el plazo señalado para cada uno. 

En caso de concurso ideal de delitos, las acciones prescriben cuando 

haya transcurrido un plazo igual al máximo correspondiente al delito 

más grave. 

La prescripción no será mayor a veinte años. Tratándose de delitos 

sancionados con pena de cadena perpetua se extingue la acción penal 

a los treinta años. 

En los delitos que merezcan otras penas, la acción prescribe a los dos 

años. 

En casos de delitos cometidos por funcionarios y servidores públicos 

contra el patrimonio del Estado o de organismos sostenidos por este, o 
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cometidos como integrante de organizaciones criminales, el plazo de 

prescripción se duplica 

Artículo 86°. -  

Plazo de prescripción de la pena 

El plazo de prescripción de la pena es el mismo que alude o fija la ley 

para la prescripción de la acción penal. El plazo se contará desde el día 

en que la sentencia condenatoria quedó firme. 

            Artículo 92°. -   

La reparación civil: Oportunidad de su determinación. 

La reparación civil se determina conjuntamente con la pena y es un 

derecho de la víctima que debe efectivizarse durante el tiempo que dure 

la condena. El juez garantiza su cumplimiento. 

Artículo 93°. -  

           Contenido de la reparación civil 

La reparación comprende: 

1. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y 

2. La indemnización de los daños y perjuicios. 

Artículo 124°. -  

Lesiones Culposas. 

El que por culpa causa a otro un daño en el cuerpo o en la salud, será 

reprimido, por acción privada, con pena privativa de libertad no mayor de 

un año y con sesenta a ciento veinte días-multa. 
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La pena será privativa de libertad no menor de uno ni mayor de dos años 

y de sesenta a ciento veinte días-multa, si la lesión es grave, de 

conformidad a los presupuestos establecidos en el artículo 121°. 

La pena privativa de libertad será no menor de uno ni mayor de tres 

años si el delito resulta de la inobservancia de reglas de profesión, 

ocupación o industria y no menor de un año ni mayor de cuatro años 

cuando sean varias las víctimas del mismo hecho. 

La pena privativa de la libertad será no menor de cuatro años ni mayor 

de seis años e inhabilitación, según corresponda, conforme al artículo 

36°-incisos 4), 6) y 7)-, si la lesión se comete utilizando vehículo 

motorizado o arma de fuego, estando el agente bajo el efecto de drogas 

tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sintéticas, o con 

presencia de alcohol en la sangre en proporción mayor de 0.5 gramos-

litro, en el caso de transporte particular, o mayor de 0.25 gramos - litro 

en el caso de transporte público de pasajeros, mercancías o carga en 

general, o cuando el delito resulte de la inobservancia de reglas técnicas 

de tránsito. 

Artículo 149°. -  

Omisión de prestación de alimentos 

El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que 

establece una resolución judicial será reprimido con pena privativa de 

libertad no mayor de tres años, o con prestación de servicio comunitario 

de veinte a cincuentaidós jornadas, sin perjuicio de cumplir el mandato 

judicial. 
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Si el agente ha simulado otra obligación de alimentos en connivencia 

con otra persona o renuncia o abandona maliciosamente su trabajo la 

pena será no menor de uno ni mayor de cuatro años. 

Si resulta lesión grave o muerte y éstas pudieron ser previstas, la pena 

será no menor de dos ni mayor de cuatro años en caso de lesión grave, 

y no menor de tres ni mayor de seis años en caso de muerte. 

Artículo 274°. -  

Conducción en estado de ebriedad o drogadicción. 

El que, encontrándose en estado de ebriedad, con presencia de alcohol 

en la sangre en proporción mayor de 0.5 gramos-litro, o bajo el efecto de 

drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sintéticas, 

conduce, opera o maniobra vehículo motorizado, será reprimido con 

pena privativa de la libertad no menor de seis meses ni mayor de dos 

años o con prestación de servicios comunitarios de cincuenta y dos a 

ciento cuatro jornadas e inhabilitación, conforme al artículo 36° inciso 7). 

Cuando el agente presta servicios de transporte público de pasajeros, 

mercancías o carga en general, encontrándose en estado de ebriedad, 

con presencia de alcohol en la sangre en proporción superior de 0.25 

gramos-litro, o bajo el efecto de drogas tóxicas, estupefacientes, 

sustancias psicotrópicas o sintéticas, la pena privativa de libertad será 

no menor de uno ni mayor de tres años o con prestación de servicios 

comunitarios de setenta a ciento cuarenta jornadas e inhabilitación 

conforme al artículo 36°, inciso 7). 
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CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

Artículo 4° numeral 1) 

Derecho a la vida 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho 

estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la 

concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente. 

 

            DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS 

Artículo 3°. - 

Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de 

su persona. 

       LEY GENERAL DE SALUD   N° 26842 

Artículo 108°. -  

La muerte. –  

Pone fin a la persona. Se considera ausencia de vida al cese definitivo 

de la actividad cerebral, independientemente de que algunos de sus 

órganos o tejidos mantengan actividad biológica y puedan ser usados 

con fines de trasplante, injerto o cultivo.  

El diagnóstico fundado de cese definitivo de la actividad cerebral verifica 

la muerte. Cuando no es posible establecer tal diagnóstico, la 

constatación de paro cardio-respiratorio irreversible confirma la muerte. 
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Ninguno de estos criterios que demuestran por diagnóstico o corroboran 

por constatación la muerte del individuo, podrán figurar como causas de 

la misma en los documentos que la certifiquen. 

Artículo 109°. -  

La Necropsia. –  

Procede la práctica de la necropsia en los casos siguientes: 

a) Por razones clínicas, para evaluar la exactitud y precisión diagnóstica 

y la calidad del tratamiento de pacientes;  

b) Con fines de cremación, para determinar la causa de la muerte y 

prever la desaparición de pruebas de la comisión de delitos;  

c) Por razones sanitarias, para establecer la causa de la muerte con el 

propósito de proteger la salud de terceros; y,  

d) Por razones medicolegales, para determinar la causa de muerte, en 

los casos que la ley lo establece o cuando lo ordena la autoridad judicial 

competente, o para precisar la identidad del fallecido.  

Sólo la necropsia por razones clínicas requiere de la autorización a que 

se refiere el Artículo 47o de la presente ley. 

Artículo 110°. -  

Necropsia, embalsamamiento o cremación. –  

En los casos en que por mandato de la ley deba hacerse la necropsia o 

cuando se proceda al embalsamamiento o cremación del cadáver se 

podrá realizar la ablación de órganos y tejidos con fines de trasplante o 
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injerto, sin requerirse para ello de autorización dada en vida por el 

fallecido o del consentimiento de sus familiares.  

La disposición de órganos y tejidos de cadáveres para los fines previstos 

en la presente disposición se rige por esta ley, la ley de la materia y su 

reglamento. 

Artículo 112°. - 

Cremación. –  

Todo cadáver que haga posible la propagación de enfermedades será 

cremado, previa necropsia. 

Artículo 114°. - 

Cadáveres N. N. –  

Los cadáveres de personas no identificadas o, que, habiendo sido 

identificados, no hubieren sido reclamados dentro del plazo de treinta 

seis (36) horas luego de su ingreso a la morgue, podrán ser dedicados a 

fines de investigación o estudio. Para los mismos fines podrán utilizarse 

cadáveres o restos humanos, por voluntad manifiesta de la persona 

antes de fallecer o con consentimiento de sus familiares. 

Artículo 116°. –  

Prohibición. - 

Queda prohibido el comercio de cadáveres y restos humanos. 

Artículo 134°. -   

Sanciones administrativas. -  
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Sin perjuicio de las acciones civiles o penales a que hubiere lugar, las 

infracciones a las disposiciones contenidas en la presente ley y su 

reglamento, serán pasibles a una o más de las siguientes sanciones 

administrativas:  

a) Amonestación;  

b) Multa; c) Cierre temporal o clausura del establecimiento; y,  

d) Suspensión o cancelación del Registro Sanitario del producto. 

 

DECRETO LEGISLATIVO N° 957. 

Artículo 268°. –  

Presupuestos materiales de la Prisión Preventiva. 

El juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión 

preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar 

la concurrencia de los siguientes presupuestos: 

a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 

razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como 

autor o partícipe del mismo. 

b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena 

privativa de libertad; y 

c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias 

del caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir 
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la acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de 

la verdad (peligro de obstaculización). 

Artículo 286° al 291°. – 

Artículo 286°. -  

Presupuestos de la Comparecencia. 

1. El juez de la investigación preparatoria dictará mandato de 

comparecencia simple si el fiscal no solicita prisión preventiva al término 

del plazo previsto en el artículo 266. 

2. También lo hará cuando, de mediar requerimiento fiscal, no concurran 

los presupuestos materiales previstos en el artículo 268. 

En los supuestos anteriores, el fiscal y el juez de la investigación 

preparatoria deben motivar los fundamentos de hecho y de derecho que 

sustenten su decisión. 

Artículo 287°. -  

Comparecencia restrictiva 

1. Se impondrán las restricciones previstas en el artículo 288, siempre 

que el peligro de fuga o de obstaculización de la averiguación de la 

verdad pueda razonablemente evitarse. 

2. El juez podrá imponer una de las restricciones o combinar varias de 

ellas, según resulte adecuada al caso, y ordenará las medidas 

necesarias para garantizar el cumplimiento de las restricciones 

impuestas al imputado. 
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3. Si el imputado no cumple con las restricciones impuestas, previo 

requerimiento realizado por el fiscal o por el juzgador en su caso, se 

revocará la medida y se dictará mandato de prisión preventiva. El trámite 

que seguirá el juez será el previsto en el artículo 271. 

4. El Juez podrá imponer la prohibición de comunicarse o aproximarse a 

la víctima o a aquellas personas que determine, siempre que ello no 

afecte el derecho de defensa. 

5. Derogado. 

Artículo 287°-A.-  

Comparecencia restrictiva con vigilancia electrónica personal 

1.- El juez puede imponer la medida de comparecencia restrictiva con 

vigilancia electrónica, antes que la medida de prisión preventiva, si de la 

valoración de las condiciones de vida personal, laboral, familiar o social, 

o las condiciones de salud, de la persona procesada; si con ella se 

garantiza en el mismo grado el normal desarrollo del proceso. 

2.- El Juez puede disponer la cesación de la prisión preventiva por la 

comparecencia restrictiva con vigilancia electrónica personal, si, aun 

cuando subsistan los presupuestos del artículo 268, la persona 

procesada acredita que tiene condiciones de vida personal, laboral, 

familiar o social, o las condiciones de salud, que permiten concluir que 

con esta medida se asegura la finalidad del proceso en el mismo grado. 

3.- En ambos casos, el Juez impone las medidas restrictivas del artículo 

288, conjuntamente con las disposiciones que regulan la vigilancia 

electrónica personal. 
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Artículo 288°. -  

Las restricciones 

Las restricciones que el Juez puede imponer son las siguientes: 

1. La obligación de someterse al cuidado y vigilancia de una persona o 

institución determinada, quien informará periódicamente en los plazos 

designados. 

2. La obligación de no ausentarse de la localidad en que reside, de no 

concurrir a determinados lugares, o de presentarse a la autoridad en los 

días que se le fijen. 

3. La prohibición de comunicarse con personas determinadas, siempre 

que no afecte el derecho de defensa. 

4. La prestación de una caución económica, si las posibilidades del 

imputado lo permiten. La caución podrá ser sustituida por una fianza 

personal idónea y suficiente. 

5. Derogado.  

Artículo 289°. -  

La caución 

1. La caución consistirá en una suma de dinero que se fijará en cantidad 

suficiente para asegurar que el imputado cumpla las obligaciones 

impuestas y las órdenes de la autoridad. 

La calidad y cantidad de la caución se determinará teniendo en cuenta la 

naturaleza del delito, la condición económica, personalidad, 

antecedentes del imputado, el modo de cometer el delito y la gravedad 
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del daño, así como las demás circunstancias que pudieren influir en el 

mayor o menor 

No podrá imponerse una caución de imposible cumplimiento para el 

imputado, en atención a su situación personal, a su carencia de medios 

y a las características del hecho atribuido. 

2. La caución será personal cuando el imputado deposita la cantidad 

fijada en la resolución en el Banco de la Nación. Si el imputado carece 

de suficiente solvencia económica ofrecerá fianza personal escrita de 

una o más personas naturales o jurídicas, quienes asumirán 

solidariamente con el imputado la obligación de pagar la suma que se le 

haya fijado. El fiador debe tener capacidad para contratar y acreditar 

solvencia suficiente. 

3. La caución será real cuando el imputado constituya depósito de efecto 

público o valores cotizables u otorgue garantía real por la cantidad que el 

Juez determine. Esta caución sólo será procedente cuando de las 

circunstancias del caso surgiera la ineficacia de las modalidades de las 

cauciones precedentemente establecidas y que, por la naturaleza 

económica del delito atribuido, se conforme como la más adecuada. 

4. Cuando el imputado sea absuelto o sobreseído, o siendo condenado 

no infringe las reglas de conducta que le fueron impuestas, le será 

devuelta la caución con los respectivos intereses devengados, o en su 

caso, quedará sin efecto la garantía patrimonial constituida y la fianza 

personal otorgada. 
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Artículo 290°.-  

Detención domiciliaria 

1. Se impondrá detención domiciliaria cuando, pese a corresponder 

prisión preventiva, el imputado: 

a) Es mayor de 65 años; 

b) Adolece de una enfermedad grave o incurable; 

c) Sufre grave incapacidad física permanente que afecte sensiblemente 

su capacidad de desplazamiento; 

d) Es una madre gestante. 

2. En todos los motivos previstos en el numeral anterior, la medida de 

detención domiciliaria está condicionada a que el peligro de fuga o de 

obstaculización pueda evitarse razonablemente con su imposición. 

3. La detención domiciliaria debe cumplirse en el domicilio del imputado 

o en otro que el Juez designe y sea adecuado a esos efectos, bajo 

custodia de la autoridad policial o de una institución -pública o privada- o 

de tercera persona designada para tal efecto. En este supuesto, el Juez 

puede reemplazar la custodia de la autoridad policial o de una institución 

o de tercera persona, por la medida de vigilancia electrónica personal, 

de conformidad a la ley de la materia y su reglamento. 

4. Derogado. 

5. Cuando sea necesario, se impondrá límites o prohibiciones a la 

facultad del imputado de comunicarse con personas diversas de 

aquellas que habitan con él o que lo asisten. 
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6. El control de la observancia de las obligaciones impuestas 

corresponde al Ministerio Público y a la autoridad policial. Se podrá 

acumular a la detención domiciliaria una caución. 

7. El plazo de duración de detención domiciliaria es el mismo que el 

fijado para la prisión preventiva. Rige, en lo pertinente, lo dispuesto en 

los artículos 273 al 277. 

8. Si desaparecen los motivos de detención domiciliaria establecidos en 

los literales b) al d) del numeral 1), el Juez -previo informe pericial- 

dispondrá la inmediata prisión preventiva del imputado. 

Artículo 291°. -  

Comparecencia simple 

1. El Juez prescindirá de las restricciones previstas en el artículo 288, 

cuando el hecho punible denunciado esté penado con una sanción leve 

o los actos de investigación aportados no lo justifiquen. 

2. La infracción de la comparecencia, en los casos en que el imputado 

sea citado para su declaración o para otra diligencia, determinará la 

orden de ser conducido compulsivamente por la Policía. 

Artículo 314° numeral 1). -  

Pensión anticipada de alimentos 

1. En los delitos de homicidio, lesiones graves, omisión de asistencia 

familiar prevista en el artículo 150 del Código Penal, violación de la 

libertad sexual, o delitos que se relacionan con la violencia familiar, el 

Juez a solicitud de la parte legitimada impondrá una pensión de 

alimentos para los directamente ofendidos que como consecuencia del 



  89 

 

hecho punible perpetrado en su agravio se encuentran imposibilitados de 

obtener el sustento para sus necesidades. 

Artículo 315°. -   

Variación y cesación. Trámite y recurso 

1. Las medidas previstas en este Título podrán variarse, sustituirse o 

cesar cuando atendiendo a las circunstancias del caso y con arreglo al 

principio de proporcionalidad resulte indispensable hacerlo. 

2. La imposición, variación o cesación se acordarán previo traslado, por 

tres días, a las partes. Contra estas decisiones procede recurso de 

apelación. Rige, en lo pertinente, lo dispuesto en los numerales 2) y 3) 

del artículo 278°. 

                      DECRETO SUPREMO N° 033-2001-MTC. 

                             Reglamento Nacional de Tránsito 

Artículo 1° y SS. 

Artículo 1°. -  

Objeto y ámbito del Reglamento Nacional de Tránsito 

El presente Reglamento establece normas que regulan el uso de las vías 

públicas terrestres, aplicables a los desplazamientos de personas, vehículos y 

animales y a las actividades vinculadas con el transporte y el medio ambiente, 

en cuanto se relacionan con el tránsito. Rige en todo el territorio de la 

República. 

 



  90 

 

LEY N° 27753 QUE MODIFICA LOS ARTÍCLOS 111°, 124° Y 274° DEL 

CÓDIGO PENAL REFERIDOS AL HOMICIDIO CULPOSO, LESIONES 

CULPOSAS Y CONDUCCION EN ESTADO DE EBRIEDAD O 

DROGADICCIÓN Y EL ARTÍCULO 135° DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL, 

SOBRE MANDATO DE DETENCIÓN. 

Artículo 3°. -  Tasas de alcoholemia 

Las tasas de alcoholemia en aire espirado, que se efectúa como parte 

de la actividad preventiva policial serán indiciarias y referenciales en tanto se 

practique al intervenido el examen de intoxicación alcohólica en la sangre.  

Artículo 4°. -  Tabla de Alcoholemia 

Incorpórase como anexo la tabla de alcoholemia cuyo valor es 

referencial y forma parte de la presente Ley. Deberá ser expuesta 

obligatoriamente en lugar visible donde se expendan bebidas alcohólicas. 

2.5 Criterios para valorar el deber de cuidado en la actividad médica, caso de 

homicidio culposo. 

 

Lo estableció la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República (LA LEY El ángulo legal de la noticia, 2020) en la Casación N° 334-

2019-Ica, en donde además sostuvo que las reglas de la “lex artis” es un 

criterio indeterminado que suele definir la responsabilidad de los profesionales 

de la medicina. 

 En la referida casación, la Corte Suprema expresó la necesidad de reducir la 

indeterminación, variabilidad y relatividad de las reglas propias de la naturaleza 
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de la actividad médica. Por ello, estableció los siguientes rasgos característicos 

de la “lex artis” médica:  

1. Contenido semántico: La observancia de las reglas que rigen la actividad 

médica debe ser realizada según las circunstancias específicas del caso.  

2. Flexibilidad de la actividad médica: A mayor nivel de certeza, la 

actividad médica debe responder a los protocolos de actuación, sin 

perjuicio de que en ciertos casos se encuentre condicionada a la relativa 

certidumbre del diagnóstico, prescripción, pronóstico, tratamiento y 

rehabilitación relativa a una enfermedad.  

3. Ámbito de aplicación: La actividad médica se circunscribe a diversas 

etapas destinadas a buscar el bienestar del paciente como el diagnóstico, 

prescripción, vigilancia, etc. Las asimetrías de información pueden implicar 

una violación del deber de cuidado dependiendo de si son creadas por el 

médico o por el paciente. Lo relevante es que se haya creado un mayor 

riesgo para la vida.  

4. Naturaleza normativa del deber de cuidado: La vulneración del deber 

de cuidado debe ser determinado por el juzgador porque forman parte de 

un juicio de determinación normativo, para lo cual se deben sustentar 

preferentemente en informe o pericias médicas dado el carácter 

especializado y técnico de la actividad médica.  

5. Sentido práctico-deontológico: El juzgador debe valorar los ámbitos 

cognitivos y prácticos de la actividad médica, y no solamente en 

consideraciones éticas o actitudinales.  
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6. Carácter dinámico de la ciencia: Debe valorarse el estado dinámico de 

la ciencia y el saber médico, pues dicho dinamismo incide en la valoración 

de la observancia del deber de cuidado.  

7. Relatividad de la lex artis: La lex artis de la actividad médica se 

determina según las circunstancias específicas en las que el profesional 

realiza su actividad según las particularidades del caso.  

8. Regulación de actividades: Las reglas médicas suelen hacer referencia 

a conductas activas que buscan disminuir un riesgo, por lo que la 

vulneración de un deber de cuidado puede comprender actitudes 

omisivas.  

9. Inherencia a la actividad médica: Las reglas médicas solo están 

dirigidas a profesionales en medicina, por lo que no pueden invocarse por 

terceros para la aplicación de un homicidio culposo por negligencia.  

10. Finalidad benefactora: La actividad médica está destinada a la 

disminución de riesgos existentes, sin que ello impida que en ejercicio de 

esta se puedan crear riesgos producto de una actividad descuidada.  

11. Enfoque metodológico: El juzgador debe evaluar el método utilizado por 

el médico, no en el resultado. Lo relevante es determinar si el médico 

siguió, razonablemente y según las circunstancias concretas del caso, los 

procedimientos o métodos aconsejados por la lex artis ad hoc. 
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CAPÍTULO III: Desarrollo de actividades programadas. 

 

3.1 Denuncia Imputada. 

 En el año 2010, la occisa Sabina MACALUPÚ RISCO, de 58 años de 

edad, fue intervenida quirúrgicamente, en la Clínica RODAS por una hernia 

umbilical el día 24 de julio del año 2009, siendo   dada de alta, el día lunes 28 

de julio del 2009, sus hijos, los ciudadanos Yacely RUIZ MACALUPÚ y 

Segundo RUIZ MACALUPÚ, formulan denuncia penal contra el médico Omar 

TINEO CARRASCO quien la habría intervenido sin extenderle receta alguna ni 

prescribirle dieta alguna que era necesaria. Como consecuencia de ello, la 

agraviada volvió a sentir fuertes dolores en el estómago. Por eso es que, con 

fecha 31 de julio del 2009, fue llevada nuevamente  a dicha Clínica, donde tuvo 

que ser re intervenida  debido al agravamiento de su estado de salud, como 

producto de la primera operación  efectuada por el médico denunciado, quien 

sería responsable de una mala praxis médica, en la atención que se le otorgó a 

la occisa  en la Clínica RODAS por orden del médico imputado, tuvieron que 

trasladar a la occisa al Hospital Regional Docente  Las Mercedes, donde 

aquella falleció el día 11 de agosto del año 2009.  
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3.2 Formalización de Investigación Preparatoria.  
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3.3 Audiencia Preliminar de Control de Acusación Fiscal  

  



  101 

 



  102 

 



  103 

 



  104 

 



  105 

 



  106 
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3.4 Requerimiento Fiscal de Sobreseimiento.  
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    3.5. Audiencia de Citación a Juicio Oral. 
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3.5 Audiencia de Juzgamiento de Proceso Común. 
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3.6 Continuación de Audiencia de Juzgamiento en Proceso Común.  
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3.7 Sentencia de Primera Instancia. 
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3.8 Sentencia de Vista 
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3.9 Sentencia   Casatoria. 
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3.10 Comentario personal sobre el Caso de Homicidio Culposo. 

A mi consideración el presente Trabajo de Suficiencia Profesional (TSP), 

cumple con los requisitos que establece el Reglamento de Grados y Títulos de 

la UPCI, es decir que se sustenta en los principios de legalidad, contradictorio y 

secuencia razonada de las etapas del proceso penal común. 

El proceso como tal, en este caso se ha regido por las disposiciones 

procesales del Código de Procedimientos Penales del año 1940, es decir, 

antes de la vigencia del actual Código Procesal Penal, Decreto Legislativo N° 

957, pero con algunas reformas que se introdujeron en el anterior Código de 

Procedimientos al que también se le denominó Código Procesal Penal de 1991. 

En este sentido, es necesario precisar que la secuencia del proceso observo 

las siguientes etapas 

1° ETAPA DE LA INSTRUCCIÓN. 

El proceso de dio inicio con una denuncia de parte que interpuso doña Yacely 

RUIZ MACALOPÚ ante la muerte de su señor madre Sabina MACALOPÚ 

RISCO, al ser intervenida negligentemente en la Clínica Rodas de la ciudad de 

Lambayeque, en donde intervino como médico responsable el Dr. Omar 

Gonzalo TINEO CARRASCO, lo que implicó que la investigación se realizó en 

dos ámbitos: 

I. El policial, donde se tomaron las declaraciones de testigos y personas que de 

una u otra manera podían tener responsabilidad u omisión de los cargos que 

atribuía la denunciante. 

II. El judicial, donde se formalizó la denuncia penal contra el imputado Omar 

Gonzalo TINEO CARRASCO, achacándole los cargos de haber incurrido en  
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mala praxis médica, para lo cual se ratificaron y reafirmaron los  actos de  

investigación de la etapa policial, lo que en un primer momento  el Fiscal 

consideró que no había mérito para continuar con las investigaciones y propuso 

un Requerimiento Fiscal Absolutorio de Archivamiento de todo lo  actuado, pero 

que fue observado y contradicho por el Juez de la causa, quien fue del criterio 

de continuar con el  procedimiento penal, pues  existían graves y fundados 

elementos  de la comisión del ilícito penal, por lo se pasó a la siguiente etapa. 

2° ETAPA DEL JUICIO ORAL. 

Continuándose el proceso, se emitieron los autos de enjuiciamiento y se 

cronogramaron la realización de audiencia de juicio oral, las se realizaron en 

varias sesiones, al final de las cuales, la Judicatura consideró que había merito 

suficiente para expedir sentencia condenatoria. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

La Judicatura, llegado el momento de culminación del Juicio Oral emitió Sentencia penal en el 

siguiente sentido y con el respectivo contenido: la parte expositiva, la parte considerativa y la 

parte resolutiva que expresó lo siguiente: 

Estando a diversos artículos que fundamentaban en el derecho se emitió el siguiente el fallo: 

Condenando a Omar TINEO  CARRASCO como autor del  delito contra la vida, el cuerpo y la 

salud en    su figura de Homicidio Culposo en agravio de Sabina MACALOPU RISCO y como tal 

se le impuso la pena de 12 de pena  privativa de libertad  suspendida por el período de prueba 

de tres años, quedando el sentenciado sujeto a reglas de conductas como: a) Prohibido de 

ausentarse del lugar de su residencia sin autorización del Juzgado de Investigación 

Preparatoria; b) Concurrir  personal y obligatoriamente al Juzgado de Investigación 

Preparatoria a efecto de dar cuenta de sus actividades y firmar el Libro correspondiente; c) 
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Reparar el pago de la Reparación Civil, en concordancia con los artículos pertinentes del 

Código Penal.  

SENTENCIA DE VISTA: 

No estando conforme con la decisión expedida por la Judicatura, la parte imputada recurrió a 

interponer   Apelación contra la resolución que ponía fin a la Primera Instancia. 

La judicatura superior luego de fundamentar las partes expositiva, considerativa y resolutiva 

correspondientes se   se pronunció revocando la sentencia, reformándola para declarar 

fundada de oficio la Excepción de Prescripción de la Acción Penal en los seguidos contra Omar 

Gonzalo TINEO CARRASCO, ordenándose la    anulación de los antecedentes policiales y 

penales librados en su contra, remitiéndose copias certificadas a donde correspondan: 

 

SENTENCIA CASATORIA: 

En la instancia Suprema se emitió la siguiente decisión: 

Se declaró fundado el Recurso de Casación por inaplicación de la norma procesal, interpuesto 

por la Señora Fiscal de la Primera Fiscalía Superior de Apelaciones de Lambayeque contra la 

sentencia expedida el 5 de abril del 2017 por los integrantes de la Primera Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque. Y revocó la sentencia de primera 

instancia  expedida  el 25 de julio del 2017 por el Juez del Segundo Juzgado Unipersonal 

Supraprovincial Penal de Chiclayo  que condenó a Omar TINEO CARRASCO COMO AUOR DEL 

delito contra la Vida – Homicidio Culposo, en agravio del quién en vida fue Sabina MACALOPÚ 

RISCO y reformándola  declararon de oficio Fundada la Excepción de Prescripción de la Acción 

Penal, seguida contra Omar TINEO CARRASCO, por el delito antes mencionado, y  ordenaron la 

anulación de los antecedentes policiales y judiciales. En consecuencia, NULA la SENTENCIA DE 

VISTA recurrida, reponiendo la causa al estado que le corresponde.  
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Ordenar la realización de un nuevo Juzgamiento, en sede de apelación conforme a los 

términos de impugnación, propuestos contra la sentencia de primera Instancia, a cargo de un 

colegiado integrado por magistrados diferentes a los que expidieron la sentencia casada. 

Ordenar se devuelvan los actuados al Tribunal de Origen. Archívese, interviniendo el Juez 

CEVALLOS V EGA, por período vacacional del señor Juez Supremo PRÍNCIPE TRUJILLO. 
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CAPÍTULO IV: Resultados obtenidos. 

 

En el examen y análisis recaído en el Expediente Penal N°.  04026-2010-35-

1706-JR-PE-03   sobre Homicidio Culposo, se han encontrado los siguientes 

hallazgos: 

Podemos encontrar HALLAZGOS A NIVEL DE CRITERIOS CONFIRMADOS: 

En el Derecho Penal o de carácter sustantivo:  

1°. La   concepción dogmática del delito, desde la perspectiva de la Escuela 

alemana Clásica Liberal de Karl BINDING, que define el delito como una acción 

típica, antijurídica, culpable que debe cumplir necesariamente con el 

presupuesto de la imputabilidad y susceptible de ser punible.  

Con el filósofo – jurista alemán Guillermo SAUER podemos decir que en este 

caso se ha permitido percibir aspectos positivos y negativos del delito que son 

constatables, los primeros señalan la actividad de la conducta humana, la 

tipicidad, la antijuridicidad, la imputabilidad, la culpabilidad, la condicionalidad 

objetiva y las de punibilidad. Entre los segundos, comprende aspectos de falta 

de acción, ausencia de tipo, causas de justificación, causas de inimputabilidad, 

causas de inculpabilidad, falta de condición objetivas y excusas absolutorias. 

2°. La concepción jurídica de homicidio culposo, como la conducta prohibida 

que no se individualiza como fin en sí mismo, sino por la forma defectuosa de 

seleccionar medios, en este caso por violación de deberes de cuidado por 

causal de negligencia o imprudencia o impericia en el ejercicio de arte o 

profesión personal y que pone en marcha la acción para alcanzar la finalidad 

generada. 
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El homicidio culposo se puede cometer por acción o por omisión o comisión por 

omisión, pero también en grado de tentativa acabada e inacabada, cuya 

distinción se encuentra en la intención del autor de matar o lesionar, pero que 

respecto al homicidio calificado, es un homicidio de menor intensidad criminal, 

que se produce con alevosía, ensañamiento o mediante precio, recompensa o 

promesa, de acuerdo a: 

 Los antecedentes del hecho. 

 La relación entre el sujeto activo y pasivo. 

 La ocasión elegida para cometer el delito. 

 El arma, medio o instrumento empleado. 

 La herida, lesión o zona del cuerpo que se ha atacado. 

 Si existe reiteración de golpes insistencia en el ataque. 

 El estado de la víctima cuando termina la agresión. 

 

En el Derecho Procesal Penal o de carácter adjetivo: 

3°. Con la anterior legislación, que ya ha sido derogada, en el Decreto 

Legislativo N° 124, expedida por el señor Fernando BELAÚNDE TERRY el 12 

de junio de mil novecientos ochenta y uno, que expidió esa norma   regulando 

el Proceso Penal Sumario, y que precisa en el artículo 2°, estableció que están 

sujetos   a procedimiento sumario, en los delitos contra la vida, el cuerpo y la 

salud, en el literal a): Los de homicidio, tipificados en los artículos 155°, 156° y 

157° del Código Penal. 
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En este literal está comprendido sin duda el delito de Homicidio Culposo, como 

una de las modalidades del Código Procesal Penal de 1940, que fue 

modificado en parte, mediante el Código Procesal Penal de 1991. 

Este viejo procedimiento penal estuvo vigente en   el Perú hasta el 14 de junio     

del año 2021, pues al día siguiente entro en vigencia en Lima y a nivel nacional 

el Decreto Legislativo N° 957, Nuevo Código Procesal Penal. 

4°. El viejo Código de Procedimientos Penales de 1940, concebía dos etapas    

procesales: 

1. La instrucción y 2. El juicio oral. 

En la instrucción se desarrollaba el aspecto investigatorio, la cual estaba a 

cargo del Juez Instructor y estaba dirigida a efectuar todas las diligencias            

necesarias para reunir las pruebas de la realización del delito y el grado de            

participación de los distintos autores. 

El juicio se llevaba a cabo en los Tribunales Correccionales de cada Corte 

Superior, donde las audiencias del juicio oral son públicas, salvo excepciones y 

contaban con la participación del Fiscal, a no ser que se traten de casos que 

están reservados a la acción privada; el abogado defensor y también el 

acusado, en los casos que sea obligatorio, siendo que esta etapa concluye con 

los alegatos de las partes y el dictado de la sentencia. 

 

5°. Al derogarse la legislación anterior de corte inquisitivista, se ha instaurado 

con el Código Procesal Penal del Decreto Legislativo N° 957, un sistema 
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adversarial acusatorio garantista, que ha constituido un proceso penal con tres 

etapas: 

1. La Preparatoria, que a su vez tiene dos subetapas: La Preliminar y la 

Preparatoria propiamente dicha 

2. La Intermedia que puede concluir en Acusación Fiscal que continúa el 

proceso, o con Sobreseimiento de la causa penal, que le pone fin al 

mismo. 

3. El Juicio Oral que luego de la actuación probatoria y los alegatos de las 

partes, termina con el dictado de la Sentencia.       

 

6°. Se ha podido verificar en los procesos penales tramitados bajo el Código de 

Procedimientos Penales de 1940, regulado por la Ley N°   9024, luego 

modificado por el Decreto Legislativo N° 124°, así como por el Decreto 

Legislativo N° 1206 que buscaba dotar de eficacia a los dos procesos penales 

anteriores, que manifiestan diferencias con el actual y ya vigente Decreto 

Legislativo N° 957 que regula el Código Procesal Penal del 2004.   

 

HALLAZGOS NO CONFIRMADOS o considerado sólo a NIVEL DE 

INDICADOS: 

1°. El manejo procesal de los Homicidios Culposos, ciertamente revela algunos 

indicadores de mejora que no pueden obviarse, respecto a algunos aspectos 

que benefician procesalmente a las partes, en especial a la imputada, a quien 

se le reconoce inexorablemente el ejercicio de sus derechos fundamentales. 
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2°. En el proceso penal de Homicidio Culposo, la parte agraviada es una 

persona privada que termina perdiendo la vida. 

HALLAZGOS NO CONFIRMADOS A NIVEL DE NO ESTAR PROBADOS 

FEHACIENTEMENTE: 

1°. Existe la presunción, no la evidencia que los procesos sumarios, dentro de 

los cuales se consideró al Homicidio Culposo, que debían caracterizarse por su 

brevedad y celeridad con el viejo Código de Procedimientos Penales de 1940, 

ciertamente estaba previsto en el par te considerativa del Decreto Legislativo 

N° 124, pero en la práctica, no se producía ello. 

2°. La existencia de un exagerado garantismo procesal que beneficiaría 

presuntamente a la parte imputada, en desmedro de la agraviada. 
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CONCLUSIONES 

Primera. - El delito de Homicidio Culposo, con la dación del Decreto Legislativo 

N° 124, promulgado el 12 de junio de 1981se tramitó desde el año 1981 en el 

viejo Código de Procedimientos Penales como un Proceso Sumario y no como 

un Proceso Ordinario, sin embargo, de una manera parcial desde el año 2004, 

como un Proceso Penal Común 

Segunda. - La parte agraviada en el delito de Homicidio Culposo, es una 

persona privada que pierde el bien jurídico protegido más preciado, la vida, 

derecho humano trascendental que se constituye en un prerrequisito para el 

disfrute de todos los demás derechos humanos y sin el cual, los demás 

derechos carecen de sentido. 

Tercera. - En el trayecto procesal del Homicidio culposo no puede presentarse 

la tentativa, pues no existe dolo, no habiendo por consiguiente la intención de 

causar daño, no habiendo por tanto plan de actores. Y en el transcurso del 

seguimiento del proceso penal no puede determinarse entonces que se haya 

producido la consumación del delito, pues no hay plan de dicha   consumación, 

siendo imposible ella, ni menos se presente en diferente grado. 

Cuarta. - El homicidio culposo, tiene una consideración distinta en la Ley N° 

9024 del Código de Procedimientos Penales de 1940 ya derogada, a la del 

Decreto Legislativo N° 957, Código Procesal Penal, ya vigente a nivel nacional. 

Quinto. - El tema procesal de referencia en el trabajo desarrollado remite a un 

caso penal de homicidio culposo realizado por el autor cometiendo mala praxis 

médica, es decir actos que podrían hacer concurrir en un comportamiento o 

conducta social de servicio a la salud de la parte agraviada, faltando a las 
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reglas básicas de observancia de causales de negligencia, imprudencia o 

impericia. 

Sexto. - Cuando se encuentra causa certera de la comisión de delito culposo 

por negligencia, imprudencia o impericia, el Despacho judicial emite decisión en 

tal sentido que pone fin al proceso, con decisión estimatoria de condena, en 

caso contrario, absuelve al procesado. 

Séptimo.- En el caso de referencia procesal culposa, se determinó la 

absolución del procesado por existir causa letal orgánica que complicó el  

resultado  de los actos médicos realizados, como era la preexistencia de un 

tumor neoplásico avanzado que contribuyó al shock séptico patológico que 

ocasionó daño irreversible a los  tejidos intervenidos quirúrgicamente, es decir  

no se previó  ni detectó oportunamente  el  Síndrome de Respuesta Sistémica 

(SRIS) producida por una infección  orgánica concurrente al acto médico 

operatorio.  
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RECOMENDACIONES 

1.- ¨Divulgar a través del estudio evolutivo de la jurisprudencia procesal penal 

respecto al delito de homicidio culposo, en la modalidad de culpa por 

negligencia de mala praxis médica, los vaivenes de su realización, determinado 

por las marcadas tendencias de corrientes penales contrapuestas: la 

precedente, de orientación inquisitivista, versus la vigente en el país desde el 

año 2004 hasta la actualidad, es de orientación garantista, vigente en el Perú.  

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                 

2.- La parte agraviada en el delito de Homicidio Culposo, modalidad de mala 

praxis negligente, es una persona privada que pierde el bien jurídico protegido 

más preciado, la vida, derecho humano trascendental que se constituye en un 

prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos y sin el 

cual, los demás derechos carecen de sentido. 

3.- En el estudio del delito de  homicidio culposo,  en la modalidad de 

negligencia por mala praxis médica, siempre habrase de considerar como un 

imposible  jurídico procesal, cualquier forma de tentativa, porque no puede 

admitirse el inicio de la comisión de un delito de carácter culposo, porque al no 

haber intención de cometerlo, debido  a que tal modalidad delictiva al regirse  

por las reglas de la culpa, tiene  propiamente dicho carácter, careciendo por  

tanto de cualquier  leitmotiv doloso. 

4.- Promover a través de un Proyecto de Ley que: Las Comisiones de Estudio 

de nuestro Congreso de la República, establezcan  puntos de consenso sobre 

aspectos sensibles de la jurisprudencia penal  proveniente de la experiencia 

procesal  de la ya derogada Ley N° 9024 de 1940 sobre los delitos de 
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Homicidio Culposo en la  modalidad de negligencia culposa de la mala praxis 

médica, a efectos de mejorar la legislación actualizada y que sea  útil para  su 

mejor aplicación  mediante el vigente Código Procesal Penal del 2004.  

5.- Considerar que a la responsabilidad generada por quien comete un 

homicidio culposo por  mala praxis médica, debe considerar además de la 

responsabilidad funcional por el  inadecuado e indebido ejercicio funcional de la 

actividad prestacional de salud pública,  una adicional   sanción por infringirse  

la Ley N°  27815  del Código de  Ética  de la Función Pública al dañarse la 

actividad temporal o permanente, remunerada o honoraria, que realiza un 

profesional  médico que está al servicio de  una entidad de salud pública, en 

cualquiera  de sus niveles jerárquicos. 

  6.- En los delitos contra la vida, el cuerpo y la salud, caso del homicidio 

culposo, por negligencia sobreviniente de mala praxis médica, se propone que 

las partes, especialmente al de la víctima, la intervención de un perito médico 

de parte, a efectos de realizar un eficaz calificación, seguimiento y evaluación 

integral del acto médico y de cada u no de los protocolos que certifican su 

idoneidad. 

7.- Para la procedencia exitosa de una prognosis de delito culposo en la 

modalidad de negligencia por mal praxis médica, es preciso formular una 

denuncia detallada y concreta alternativamente a la Superintendencia Nacional 

de Salud (SUSALUD), indicando fechas, nombres, lugares y secuencia de los 

hechos acontecidos, debiendo incluir los datos personales, el DNI, teléfono de 

contacto y un correo electrónico, medios por los cuales debiera contactársele 
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dentro de las 24 horas. En el caso   que la respuesta de SUSALUD no 

convenza al usuario, se puede iniciar un proceso penal. 
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ANEXOS  

ANEXO  N° 1: EVIDENCIA DE SIMILITUD DIGITAL  
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ANEXO N° 2: AUTORIZACION DE PUBLICACION EN REPOSITORIO 

 


